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I, GENERALIDADES. 

La Ciencia de las Finanzas Públ icas se ocupa entre otras 

cosas del estudio del Gasto Públ ico. Se trata indudablemente 

de una materia importantísima, por cuanto por su medio el Es­

tado atiende las necesidades de la colectividad y procura lo­

grar sus fines sociales; sin embargo, no es sino hasta recien 

temente que ocupa la atención de los financistas. 

La razón de lo anterior es que dentro del campo de las -

Finanzas clásica las funciones del Estado se reducen a las de 

gendarme y consecuentemente lo esencial para ellas es ejercer 

la menor interferencia posible en lo que respecta a la activl 

dad Económica, que se considera propia de los particulares. -

Como esto se consideraba que se conseguía en la medida que -

los gastos públ icos se reducían y se encontraban equilibrados 

con los ingresos, la atención que los gastos merecían era mí­

nima. 

Esta situación ha perdido vigencia, pues dentro de la -

Ciencia de las Finanzas Públ icas actuales, dado el carácter -

intervencionista del estado, ha ido penetrando en el campo e­

conómico y social y consecuentemente ensanchando sus funcio­

nes y lógicamente sus gastos al grado que éstos son la más -

clara indicación de la enorme actividad que despl iega el Esta 

do. 
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Precisamente el gasto públ ico en la actual idad es un me-

dio de acción del Estado lIes un instrumento de gobierno de im 

portancia decisiva por su efecto directo o indirecto sobre la 

actividad econ"omica-social ll
-;';. Debido a ello es que aparece -

ya en todas las obras sobre Finanzas Públ icas un capítulo de-

dicado a este campo y consecuentemente se ha ido elaborando -

toda una teoría al respecto. 

El presente trabajo de Tesis pretende tratar aunque sea 

en forma esquemática tal teoría, relacionándola en lo posible 

con el caso salvadoreño. 

* Villegas, Héctor B.,IICurso de Finanzas, Derecho Financiero 
y Tributario ll

, Ediciones de Palma, Buenos Aires, 1975,Pág.36 
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11 I CONCEPTO DE GASTO PUBLI CO • 

La conceptual ización.de esta materia se puede considerar 

a la luz de factores Jurídicos, políticos, económico, finan-

cieros y administrativos; Maurice Duverger nos dice al respe~ 

to, que para los hacendistas tradicionales los gastos públi-

cos son los de Instituciones públicas entendiendo por estas -

el Estado, las provicias, mu~icipios y establecimientos púb1i 

cos que tienen personal idad Jurídica propia!" De esta suerte -

todos los gastos de las instituciones púb1 icas son púb1 icos;y 

por otra parte, todos los gastos de los particulares y co1ec-

tividades privados, son privadas. Por 10 cual, agrega que la 

definición clásica de los gastos públicos es esencialmente j~ : 

rídica.* 

El mismo autor citado plantea que hay una definición so 

cio-económica de los gastos púb1 icos para oponer1a al carácter 

jurídico de la definición tradicional y dice en tal sentido -

que dentro de un nuevo análisis del Estado se consideran gas-

tos púb1 icos II só l o los que tenga el Estado en el ejercicio de 

su poder de mando y por el contrario, se consideran privados, 

los que el Estado (y las otras colectividades públ icas) real i 

cen en condiciones análogas a las de los particulares u org~ 

nismos privados ll
• Así agrega-solo una parte de los gastos de 

las colectividades públ icas serán gastos púb1 icos.~b'; 

* Duv~rger, Maurice, Hacienda Pública, Boch, Casa Edito­
ria1, Barcelona, 1968, Pág. 31. 

** Duverger, Maurice, ab. Cito Pág. 34 
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Como consecuencia de 10 anterior, Duverger señala que la 

11 ter m I no 1 o 9 í a fin a n c i e r a d i s t i n 9 u e a c t u a 1 me n te los 11 9 a s t o s P Ú 

bl icos" de los "gastos del Sector Públ ico", pues, es a esta > 

denominación a la que corresponde la definición socio-económi 

ca de gastos públ icos. 

A este respecto es necesario señalar que si bien es inte 

resante el planteamiento, se considera que ho logra situar ade 

cuadamente la materia, dado la circunstancia de que 10 que lla 

ma definición socio-económica mas bien responde a un criterio 

Jurídico Político. 

En orden económico-financiero Lello Gangemi por su parte, 

dice "gastos Públ icos es la parte de la riqueza nacional di-

recta y muy diversamente empleada para la producción de los -

servicios públicos que tratan de conseguir fines económicos y 

extra económicos de interés general"."'. 

Como podrá observarse esta definición tiene como centro 

el fín que debe lograrse a través de ellos y nos dice que ga~ 

tos públ icos son los empleados en la producción de servicios 

públ icos con 10 cual pareciera que se adopta como vál ida la -

p o sic ión de D u 9 u i t, m u y c r i t j cad a por c i e r t o, de que 1 a t o t a-

1 idad de las actividades del Estado es por servicios públ icos. 

Manuel Morsell citado por Manuel de Juana ** como tr~; 

tan do de subsanar la observación formulada a Gangemi, dice, que 

se 
.~ 

*~t. 

llaman gastos públicos, a las inversiones o erogaciones de 
Gamgemi, Lello, Tratado de Hacienda pública,Vo1.I,Editorial 
de Derecho Financiero,Madrid, 1961, Pág.318 
De Juano,Manuel,Curso de Finanzas y Derecho Tributario,To­
mo 1, Ediciones Molachino, Rosario, 1969,Pág.10l. 
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riqueza que las entidades públicas hacen para la producción-

de los servicios necesarios a la satisfacción de las necesi-

dades públ icas, y para enfrentar a otras exigencias de la vi-

da p ú b 1 i ca, q u e n o s o n 1 1 ama d a s pro p i a me n t e s e r v i c i o Sil. 

Otros autores conjugando elementos de una y otra natura 

1eza plantean como concepto de gastos públ icos los siguientes: 

DE JUANO' Iles el empleo que hace el Estado de una suma -

de dinero, autorizada legitimamente, para satisfacción de una 

necesidad púb1ica.* 

En forma parecida los define Villegas pues dice que Il son 

gastos púb1 icos las erogaciones generalmente dinerarias que -

real iza el Estado en virtud de la Ley para cump1 ir fines con-

si stentes en 1 a sat i sfacc i ón de neces i dades púb 1 i cas ll • *-;', 

Como podrá observarse de esas definiciones 10 común es -

que señalan que los gastos públ icos los real iza el Estado y -

q u e 1 a fin a lid a d del o s m i s mo s e s 1 a s a t i s f a c ció n den e c e s ida 

des públ icas. 

Ambos elementos de las definiciones son criticados, en -

primer lugar porque no solo erogaciones efectuadas por orga-

nismos estatales se pueden cal ificar de gastos públ icos,lIsino 

que también .•• las que hacen entidades de tipo privado o semi 

privado, de las cuales se vale el Estado para el cumplImiento 

de sus nuevos fines de orden económico y social~*** 

* Ob. Cit Pág.101! 
**Ob. Cito Pág. 33 
~~* Citado por De la garza, Sergio Francisco, Derecho Finan­

ciero Mej icano, Editorial Porrua, S.A., México, 1978, -
Pág. 133. 
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Por otra parte, en cuanto a que con ellos se pretende la 

satisfacción de necesidades públicas se critica porque tal -

término no posee un significado preciso, además, porque, como 

dice Flores Zavala, lI e l Estado no realiza únicamente gastos -

encaminados a la satisfacción de necesidades colectivas, pues 

existen muchos casos en los que se real izan gastos Justifica-

dos para la satisfacción de necesidades individuales, por e-

jemplo una pensión, una indemnización a un particular por ac-

tos indebidos de funcionariosll~" y mas aún porque el gasto pú-

blico es uno de los medios para satisfacer necesidades públi-

cas, pero también un medio para regular algunos fenómenos eco 

nómicos y sociales. 

A este respecto es claro villegas, cuando dice que lila -

evolución del concepto demuestra que el gasto públ ico por sí 

solo y con prescindencia de la financiación de servicios pú-

blicos, significa un importante factor de redistribución del 

ingreso y del patrimonio nacional, de estabil ización económi 

ca, de incremento de la Renta Nacional y que su influencia -

es decisiva sobre aspectos tan esenciales como la plena ocu-

p a ció n, e 1 con s urna, e 1 a h o r ro, 1 a i n ver s ión, etc. II ~t ~t 

Tratando de superar la situación planteada Giuliani Fon-

rouge dice que Ilgasto públ ico es toda erogación generalmente 

en dinero, que incide sobre las Finanzas del Estado y se des 

tina al cumplimiento de fines administrativos o económicos so 

:eiales. II -1:** 
* Flores Zavaleta, Ernesto, FinanzasPúol icas Mejicanas, 

Pág. 183. 
** Ob. Cito Pág. 36 
**-1. Citado por De la Garza, Ob. Cito Pág. 134 
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Si observamos esta definicIón nos daremos cuenta que no 

hace referencia a la ent idad que real iza el gasto públ ico y -

hace descansar 10 central del concepto en que son públ icos -

porque tienden a lograr fines administrativos o económicos so 

ciales. 

A nuestro modo de ver las cosas esta definición tampoco 

satisface ya que limitar los fines que persiguen los gastos -

públ icos a 10 administrativo, económico y social, es muy cor-

too Hay actividades políticas, jurídicas, de policía, etc.que 

quiza se quedarían fuera de ese concepto. 

GABRIEL FRANCO en cambio, obvia la referencia al fin del 

gasto pues dice que (lel gasto públ ico comprende los gastos mo 

netarios que real izan las corporaciones públ icas en el area-

de su actividad financiera, así como los organismos creados -

por a q u e 1 los y a 1 i me n t a d o s con i n g r e s o s de ca r a c ter p ú b 1 i c O o 

subvenciones procedentes de dichas instancias ll .* 

BURATO por su parte afi rma que lIes una erogación moneta-

ria real izada por autoridad competente, en virtud de una auto 

rización legal destinada a fines de manifiesto interés colec-

tivoll.~~* 

A estas definiciones les son apl icables las observacio-

nes hechas para las anteriores; por ello teniendo en cuenta -

dichas observaciones podemos decir: que gastos públ icos son -

realiza, 
las erogaciones en dinero, que el Estado/en virtud de una au-, 
.... Franco Gabriel, Principios de Hacienda Públ ica, Editorial 

de Derecho Financiero, Madrid, 1967, Pág. 31. 
7*Burato, Alfredo; Manual de Finanzas Públ icas, Ediciones Na­

cchi, Córdova, 1967, Pág. 33. 

.:J 
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torización legal, para cumpl ir sus funciones. 

De acuerdo a este concepto tres elementos caracterizan -

al gasto Públ ico. El Primer Elemento, es que el gasto públ ico 

constituye una erogación en dinero, que el Estado real iza;por 

lo tanto, imp1 i.ca uso de los ingresos públ icos, pues únicame~ 

te estas manifestaciones del patrimonio del Estado están nor­

malmente representadas por cantidades de dinero que pueden -

ser utilizadas para financiar el gasto público. 

La ci rcunstancia que los gastos públ icos imp1 iquen uso -

de los ingresos públ icos tienen suma importancia, pues ello­

significa que entre ambos conceptos existe una estrecha rela 

ción. 

En efecto, de acuerdo a la doctrina de los financistas 

clásicos sobre el gasto públ ico, según expresión de Duverger, 

se tiene una manifiesta tendencia a juzgar a los gastos públl 

cos como un mal, quizá necesario, pero que es preciso mante­

ner dentro de los lfmites más estrechos.* La razón de esto -

es que concebían al gasto público como un consumo y al Estado 

como un consumidor de bienes; de tal manera que el Estado "ab 

sorbe una parte de los bienes que están a disposición de la -

nación y los consume, es decir los destruye. Para ellos los -

gastos públ icos en lugar de crear riqueza conduce al empobr~ 

cimiento pues creen que los particulares con el capital que 

les puede sacar vfa impositiva el Estado con los mismos esfuer 

zas y trabajo efectuado, obtendrfa mejores resultados. Para -

un clásico -dice Duverger-la actividad del Estado no es econó 

* Duverger, Maurice; Ob. Cit. Pág. 36. 
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micamente productiva. Económicamente el Estado consume y no -

produce nada; absorbe y no devuelve. De ahí la necesidad de -

1 imitar hasta el mínimo sus absorciones para evitar el empobr~ 

cimiento del país ll
.,,; Para los clásicos, el Estado es una car-

ga para la colectividad, puesto que, según ellos, nada retri-

buye y en cambio les deja menos bienes a su disposición,por -

ello propugnaban por que los ingresos que percibe determinarán 

los gastos e hicieron surgir los principios de la economicidad 

del gasto y del equilibrio mecanico del presupuesto. 

Es ilustrativo a este respecto lo expresado por el escri 

tor inglés Sir. H. Parnell a principios del Siglo XIX: IIEl es 

tado solamente debería gastar lo estrictamente indispensable 

para la preservación del orden social y protección contra los 

ataques del exterior. Cualquier otro gasto adicional, por pe-

queño que fuere constituiría un desperdicio y una opresión so 

bre la comunidad ll .,,;* 

Así las cosas es obvio que lo pretendido es que el Esta-

do extraiga los menos ingresos de los particulares y consecuen 

temente los ingresos determinarán los gastos. 

En la actualidad existe la opinión que el límite de los 

ingresos que el Estado debe percibir son los gastos. Se expll 

ca la misma señalando que siempre primero se proyectan los 

programas de gastos y porteriormente se considera de donde se 

tomarán los recursos para cubrirlos. Lo anterior, sin embargo 

* Duverger, Maurice; Ob. Cit., Pág. 37 
77 Citado por A. Rosas Figueroa y R. Santillán López, Ob. 

Cit., Pág. 46 
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n o e s t o tal me n te c i e r t o, P u e s s i b i e n e 1 g a s t o P ú b 1 i con o s e 

restringe en razón de la carga impositiva que el Estado impo~ 

dría a sus subditos, ésta carga impositiva se fija apreciando 

la utilidad social del gasto y el grado de capacidad contribu 

tiva de la comunidad. 

Como consecuencia de lo anterior la opinión dominante es 

que los gastos públ icos y los Ingresos públ icos se condicio-

nan reciprocamente. 

En este sentido, Blanco Ramos señala precisamente, que-

lila cuantía de los gastos públicos viene determinada por el 

importe de las necesidades que el ente públ ico ha de satisfa 

cer, y a su vez, los gastos determinan la cuantía de los in-

gresos que habrá de obtener en la forma que sea. Lo fundamen 

tal para el Estado es la satisfacción de las necesidades pú-

bl icas y, siempre que esta satisfacción en forma colectiva -

sea beneficiosa para la comunidad, se fija el correspondiente 

gasto, lo que lleva a que hayan de aumentar los i~gresos en 

gual medida, si bien con el límite de la capcidad contributi-

va del paísll.~~ 

Por otra parte, este primer elemento del concepto señala 

la entidad que real iza el gasto. Dice que el gasto públ ico -

constituye una erogación en dinero~ que el Estado real iza. Co 

mo todos sabemos el término Estado hace referencia a un grupo 

humano, asentado sobre un territorio bajo un poder soberano, 

de allí que se diga que es la sociedad políticamente organiz~ 

B 1 a n c o Ramo s, I 9 n a c i o; P r i n c i p i o s d e H a c i e n d a P ú b 1 i ca, Le ó n 
* España, 1971, Pág. 187.-
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da. Pues bien el Estado para poder expresar su voluntad está 

integrado por órganos de los cuales unos real izan actos de -

gobierno y otros actos administrativos, unos son centraliza­

dos, otros desconcentrados y otros más descentra1 izados. Con-; 

secuentemente con ello, al hablar del Estado no se está ha-­

blando únicamente de los aparatos centrales de la administra­

ción públ ¡ca sino de todos los órganos que 10 integran cual­

quiera sea su naturaleza. Desde este punto de vista, ~ntónces, 

no es necesario decir que los gastos públ icos son los que re~ 

1 izan entidades públ icas, el Estado y demás colectividades pú 

blicas, las corporaciones públicas, la autoridad competente u 

otras frases semejantes porque en todo caso es el Estado el 

que 1 as real iza. 

Ahora bien, se ha dicho por otra parte que hay entidades 

de tipo privado o semi-privado que también realizan gastos pú 

bl icos. A este respecto tampoco creemos que es necesario ha­

cer la mención en el concepto ya que esa no vendría a ser la 

forma en que se ejecutará el gasto. Por ejemplo el hecho de -

subsidiar a la Iglesia Católica para construir una Catedral­

no quita el desembolso que haga el Estado la calidad de Públi 

ca por el hecho que quien dispondrá de tal cantidad es un gr~ 

po particular. Lo importante, en este punto, para cal ificar­

los de público, a un desembolso de dinero, es que proviene de 

los ingresos del Estado, es decir del tesoro públ ico en tanto 

que lo integran el fondo general de la nación y los fondos ca 

rrespondientes a patrimonios especiales. 
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El segundo Elemento característico del Gasto Público es 

que requiere autorización legal. Es una regla general que el 

gasto públ ico debe ser instituido por Ley. Por lo tanto no -

hay gastos legítimos sin Ley que lo autorice. El asidero de 

esta exigencia generalmente es de orden constitucional en ca 

si todos los países. El nuestro no es excepción y para el ca 

so la Cn. P. señala en el Art. 47 No. 17 que es atribución de 

la Asamblea Legislativa IIDecretar el Presupuesto de Ingresos 

y Egresos de la Administración Públ ica ll y en el Art. 122 que 

el Presupuesto General del Estado contendrá para cada Ejerci­

cio Fiscal lila autorización de todas las erogaciones que juz­

gue convenientes para real izar los fines del Estado ll
• 

La regla en su concepción clásica tenía que ser siempre 

extrlcta; es decir que el gasto debía figurar expresamente en 

una Ley de Presupuesto. Sin embargo esa relación inmediata en 

tre Ley-gasto, con el aparecimiento de empresas púb1 icas comer 

ciales e industriales se ha suavizado, pues para el caso nues 

tro, por ejemplo, se plantea en el inciso cuarto del artículo 

122 Cn. O. que las Instituciones de Crédito, obviamente del -

Estado, no se regiran por presupuestos especiales y sistemas 

de salarios aprobados por el Poder Legislativo. Con todo,ello 

no quiere decir que no tendrán un Presupuesto. La Ley orgáni­

ca de dichas instituciones generalmente establece el mecanis­

mo de aprobación con intervención del órgano administrativo -

por medio del cual se relaciona con la Administración Central 

y lógicamente esto hace que haya siempre relación vinculato-
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ria de gasto-ley o que el gasto tenga siempre fuente jurídica 

en la Ley. Claro, esta relación no será inmediata, pero en to 

do caso lejana, indirecta o mediata siempre la hay. 

También es del caso indicar que en otros países (Argent.!.. 

na, por ejemplo) se establece que el Presupuesto fijará un -

crédito Global de Emergencia, que no es aplicable a los gas­

tos en personal ni a obras y trabajos públ icos. Su destino es 

específico para reforzar partidas contenidas en el Presupues­

to excluyendo los rubros mencionados los que imposibilita su 

util ización para otros fines y el imina las dudas surgidas en 

otros países en cuanto a la util ización de tales créditos p~ 

r a i mp re v i s t o s . 

También en otros países el Poder Ejecutivo tiene facult~ 

des para disponer la apertura de créditos especiales en cir­

cunstancias excepcionales que se enumeran taxativamente en su 

ordenamiento Jurídico. En Argentina existe esta posibilidad -

para los siguientes efectos: 

1- Intervención en las providencias y declaración del estado 

de sitio; 

2- Erogaciones extraordinarias para cumpl ir leyes electorales; 

3- Cumpl imiento de sentencias Judiciales firmes; 4- Reinte-

g ros o restituciones dispuestos por el Tribunal de Cuentas 

en Juicio Administrativo de responsabi 1 idad; 5- En caso de-

calamidades nacionales, tales como epidemias, inundaciones y 

otros acontecimientos que hicieren indispensable un socorro -
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inmediato. 

En nuestro caso según el Art. 126 Cn. P. cuando la Asam-

b1ea Legislativa no estuviere reunida, la Comisión Permanente 

podrá autorizar al Poder Ejecutivo para que éste erogue sumas 

que no hayan sido incluidas en los presupuestos, a fin de sa-

tisfacer necesidades provenientes de guerra, de calamidad pú-

b1 ica o de grave perturbación del órden. Esto quiere deci r --

que algo se previó también en este orden respecto a la suavi-

zación del elemento del gasto púb1 ico que indica que debe es-

tar autorizado por una Ley. 

Ahora bien, la facultad de disponer créditos por parte -

del poder ejecutivo es indudablemente necesaria en los casos 

de urgencia y cuando un tribunal por sentencia ejecutoriada -

y pasada por autoridad de cosa Juzgada ordenada el pago de una 

indemnización, ya que en la actualidad es necesario esperar -

que se consigne en la Ley de Presupuesto la autorización de 

la erogación para poder lograr el cumplimiento de la sentencia. 

Lo cual niega los principios de pronta y eficaz justicia. 

Sobre este mismo elemento debemos señalar que su importa~ 

cia radica en que es la base sustancial para ejercer el con-

trol del gasto públ ico en su forma previa o a posteriori. 

En efecto, el Art. 60 de la Ley Orgánica del Presupuesto 

señala que 11 la Fiscal ización de la ejecución de los Presupue~ 

tos en cuanto a la intervención preventiva de los gastos por 

la Corte de Cuentas de la República .... consistira en vigilar 
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porque el gasto e-sté autorizado en forma legal y correctamen-

te aplicado a una asignación con saldo suficiente y que esté 

debidamente documentado ll
• 

Por su parte el control a posteriori de conformidad al-

Art. 39 de la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la Repu-

bl ica es aquel que se efectua después de que han sido ejecu-

tados los actos a que se refiere y tiene por objetivo verifi-

car la confor .-le tales actos con la Ley, los reglamentos 

e instrucciones eman~das de autoridad competente, y si en la 

gestión ha habido honradez y la debida diligencia ll
• 

El elemento es que todo gasto público debe ser uti-

1 izado para e, cumpl imiento de las funciones del Estado.Sobre 

este elemento 10 primero que debemos observar es que no habla 

mas de servicios públicos, ni de necesidades públicas, ni de 

fines del 'e dice que los gastos públicos son aquellos 

que se real par a e 1 c u mp 1 i m i en t o del a s fu n c ion e s del E s -

tado. 

Indudablemente que el estado tiene fines y para la conse-

cución de ellos tiene que real izar gastos. Sin embargo no he-

mas querido plantear un elemento conceptual del gasto público 

en término de nes del Estado por la relatividad histó-

rica que les caracteriza y los problemas de interpretación --

~ 

que se podrían plantear. En efecto como bien señala Guido Za-

nobini 11 los fines del Estado varían en el 'tiempo y en los dis 

tintos lugares, según el grado de civilización de los pueblos 
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y las tendencias políticas de los gobiernos respectivos ll
• 

Continúa diciendo el autor que citamos que lIen las sociedades 

primitivas, éstos fines aparecen limitados a la defensa mili­

tar y a la administración de Justicia; en cambio, en los más 

perfeccionados ordenamientos de la antiguedad clásica, el Es­

tado asume directamente la atención de la Religión y de la -

educación, de 10 edilicio, de las artes, y consecuentemente -

la regulación del comercio, las industrias y la vida económi­

ca. La edad media es el período de mayor reducción de la auto 

ridad y actividad del Estado, sea por el influjo de las ten­

dencias individualistas del Derecho Germánico, sea por el sur 

gimiento de poderosas organizaciones sociales, como la Igle­

sia, las corporaciones y los municipios, que se sustituyeron 

al Estado en la satisfacción de numerosos intereses sociales. 

El estado reencuentra la plenitud de su misión histórica en -

los- ordenamientos monárquicos del Renacimiento; desde entón­

ces tiende a ampliar cada vez más su ingerencia en la vida ma 

terial y moral del pueblo, justificandose así la reacción in­

dividual ista, apuntada primero en el terreno doctrinal y tra­

ducida después en ordenamientos positivos, 'luego de la Revolu 

ción Francesa. Toda la doctrina 1 iberal del siglo pasado está 

encaminada a lograr la máxima restricción posible en las fun­

ciones del Estado, que deberían 1 imitarse a la defensa exte­

rior, yen lo interno a tutelar la libertad individual.Ese -

programa jamás ha tenido completa real ización y aún los Esta-
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dos más hondamente imbuidos de los principios iberales,siem-

pre han extendido su acción a una cantidad de fines sociales -

que interesan a la vida material y espiritual de la población. 

En los Estados contemporáneos esta actividad tiende a una am-

plitud siempre mayor, debería ser máxima, hasta llegar a su-

primir toda iniciativa individual, en aquellos ordenamientos 

q u e i n ten tan pon e r en p r á c tic a e 1 p ro g r a m a del S o c i a 1 i s m o de 

Estado. lI + 

Es indudable que esa reseña en la evolución del Estado ha 

ce ver como los fines sonhistoricamente variables, dependien-

do de las diversas clases de Estado que se han dado y dentro 

de una misma clase las diversas situaciones que se viven. No 

es igual por ejemplo dentro de los Estados capital istas un d~ 

rrollado que un subdesarrollado y obviamente hablar de fines -

del Estado en los primeros no es igual que hablar de ellos en 

los segundos. 

Por ello y sabiendo que para lograr los fines del Estado 
q 

es necesario real izar las funciones del Estado o sea ciertas -

actividades fundamentales del mismo y que clasicamente se cono 

cen como función legislativa, ejecutiva y judicial, hemos creí 

do más conveniente hablar de logro de las funciones del Esta-

do como la finalidad del gasto público. 

La fijación de la real ización de las funciones del Estado 

+ Zanobini ,Guido, Curso de Derecho Administrativo, 
ral,l, Ediciones ARAYU, Buenos Aires, 1954, Pág. 

Parte Gene 
15 y 16.-
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como objetivo del gasto públ ico, por otra parte no quita val i 

dez del hecho de que con él se satisfacen necesidades públ icas 

e incluso privadas ni tampoco que con el se financian los ser 

vicios públicos porque esto es parte de 10 que supone la fun­

ción ejecutiva. Lo incorrecto es pués querer encuadrar el ga~ 

to públ ico a- logro de una de las cosas que puede persegui r.-

De igual modo, al señalar que el gasto públ ico es para 

cumpl ir las funciones del Estado no se atenta contra fines ex 

trafiscales que se puedan pretender con el gasto, ya que es­

tos fines también encajan dentro de una de las funciones del 

Estado. Es decir la ejecutiva o administrativa. 



111- PRINCIPIOS DEL GASTO PUBLICO. 

Cuando se habla de principios se hace referencia a cier 

tas reglas, aforismos o máximas que gozan de general y cons-

tante aceptación por quienes profesan una ciencia. 

o b v i a me n t e e n e 1 c a s o del a s Fin a n z a s P ú b 1 ¡ca s e x i s ten -

esas reglas a las que se les conoce como principio y concre-

tamente sobre el gasto públ ico, algunos autores plantean que 

toda decisión al respecto se debe tomar con base en las que-

se refieren a esta materia. 

El hecho es sin embargo, que los principios sobre el ga~ 

to públ ico han evolucionado al ritmo que 10 ha hecho el Esta-

do, y así tenemos que los principios clásicos prácticamente -

han sido superados. 

En efecto,algunos autores clásicos citan como principios 

que deben orientar el gasto público los siguientes: el princi. 

pio del gasto mínimo; el principio de mínima interferencia -

con la iniciativa privada; y el principio del máximo benefi-

ci o. 

Anal icemos a continuación cada uno de ellos y veamos que 

resulta: 

Principio del Gasto Mínimo. 

De acuerdo al enunciado que da Somers el Principio del -

Gasto Mínimo, consiste en que el gobierno debe gastar 10 menos 

que sea posible sin poner en peligro la protección de los ciu 

dadanos.+ 
+ Somers, Harold M., Finanzas Públ icas e Ingreso Nacional, 

Fondo de Cultura Económica, México, 1967, Pág. 50. 



20-

Como puede observarse, este principio es de corte nitida 

mente clásicos; con él se pretende, precisamente, mantener el 

nivel de gasto público dentro de límites muy reducidos y que 

el Estado restrinja su acción a las funciones indIspensables 

para la seguridad y eXIstencia del mismo. 

De acuerdo a este principio cualquier gasto que no sea -

para lIla protección y seguridad del ciudadano", puede ser ex-

cluido como tal. El gasto permItido es el indispensable para 

mantener el orden y el imperio de la Ley. 

Indudablemente el principio, así planteado, responde al 

concepto de gasto neutro que propugnaban los teóricos del 1 i-

beral ismo económico. Según ellos, las leyes económicas eran -

con s i de r a d a s como n a t u r a 1 e s y por en dei n v i o 1 a b 1 e s, r e a 1 iza do 

ras por si solas de la satisfacción de las necesidades humanas 

en el mercado de bienes y servicios. Consecuentemente con ello, 

tal expresa Adam Smith, el Estado debe quedar exclusivamente 

confinado a las funciones siguientes: 

a) Defensa del Estado de la violencia e injusticia de otros -

Estados; 

b) Justicia y seguidad en el interior; y c) creación y mante-

nimiento de las Instituciones públicas y obras que son de in-

terés públ ico y que el particular no puede costear. + 

Por lo tanto lo que se quiere es que el Estado no inter-

venga en el campo económico. La manera para lograrlo es ca­
+Tomado de Matus Benavente, Manuel; Finanzas Públ icas, Edito 

rial Jurídica de Chile, 1956, Pág. 33. 
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balmente tener sometido el gasto públ ico al principio del ga~ 

to mín i mo. 

En la actualidad, con el Estado intervencionista, y mas -

aún en el Estado social ¡sta, las funciones del Estado se han 

ensanchado muchísimo y por lo tanto este principio ha perdido 

val idez; mas bien en su lugar podría enunciarse el principio 

del gasto socialmente útil o gastos socialmente necesarios,el 

cual podría enunciarse diciendo que el Estado debe real izar -

t o d o s a q u e 1 los g a s t o s q u e re por ten u n a u t i 1 ida d s o c i al •• 

Somers, a este principio 10 llama principio de máxima ocu 

pación o de ocupación plena y señala que de acuerdo a él Ilel 

gobierno debe gastar lo que sea necesario a fin de asegurar 

un alto nivel de ingreso nacional ll
• liLa actividad económica -

señala -no es ya un problema de 1 ibre concurrencia individual 

con el gobierno permaneciendo al margen ••• ahora él tomó tam-

bién parte en la actividad económica haciendo contratos, re-

clutando trabajadores y vendiendo y comprando bienes y servi-

c i o s . 11 

Los partidarios de reducir al mínimo el gasto público-

g~neralmente se quejan de que el Estado en lugar de crear ri-

queza lleva al empobrecimiento de la colectividad porque sus 

gastos constituyen una carga sobre la renta nacional por-

otra parte arguyen que el Estado es un mal administrador po.!:. 

que no puede dedicar los cuidados necesarios ni vigilar bien 

su administración y que por 10 tanto, la iniciativa privada, 

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVE.UtlDAI) DE EL .... LVAD •• 
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p~r su propia naturaleza tiene una superioridad absoluta so-

bre el Estado pues'éste es menos eficiente que la empresa prl 

vada.-

A las objeciones planteadas en la actual idad se les pue-

de responder diciendo que el desarrollo de la técnIca, la am-

p1 iación de la educación y el cada vez más ampl io juego po-

1 í tic o, han ten d id o a a u m e n t a r 1 a e f i c i e n c i a del s e c t o r p Ci b 1 i -

co en relación con el privado y por 10 tanto el Estado está -

capacitado para emprender con mayor seguridad nuevas funcio-

nes. Como dice Da1ton, " e 1 escoger agencias públicas más bien 

que privadas es frecuentemente intel igente hacerlo hoy aún 

cuando no 10 fuera ayer"+ y como afirma Blanco Ramos 11 no es 

bastante gastar poco, sino que 10 que interesa es gastar bien~ 

Principio de mínima interferencia con 

la iniciativa Privada.= 

Este principio se anuncia diciendo que licuando el gobie~ 

no, por una razón u otra, efect~e volúmenes sustanciales de -

gastos debe interferir 10 menos posible con la iniciativa prl 

vada". 

Conforme a este principio 10 que se quiere es que con los 

servicios que se proporcionen con los gastos del Estado, no 

se compita con los que ya proporciona la iniciativa privada. 

Somers en este sentido trae a cuenta que "Lord Kynes e10gió­
+ Citado por Benjamín Retchkiman K., Introducción al Estudio 

de la Economía Púb1 ica, Instituto de Investigaciones Econó­
micas, México, 1972, Pág. 76. 
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a los antiguos egipcios por la construcción de las pirámides, 

porque una vez que éstas estuvieron terminadas proporcionaron 

servicios que la iniciativa privada no tenía interés alguno -

en proporcionar ll .+ 

La base de este principio es la misma del anterior o sea 

que de acuerdo a ciertos autores, las leyes de la economía -

por si solas son capaces de satisfacer las necesidades huma-

nas. 

Su precoupación máxima es que el gasto público no inter-

firiera con lo que se estima esfera de competencia de los pa~ 

ticulares. De allí que en 1a actualidad se quiere explicar su 

validez diciendo que de 10 que se trata es de que el Estado -

solamente haga aquel los gastos que satisfacen necesidades que 

no podrían satisfacerse por la actividad de los ciudadanos o 

cuya satisfacción por parte de éstos no resulte ventajosa. -

Así el principio vendría a sugerir que al seleccionar los pr~ 

gramas de gastos públ icos se deben impulsar aquellos que no -

compitan o el iminen a los particulares. 

Demás está decir que esta concepción del gasto público -

en la actual idad está totalmente superada. En primer lugar,el 

Estado ya no real iza un gasto neutro pues además de haberse -

convertido en 
v 

inversionistas o productor juega un pepel regu-

lador de la actividad económica; el gasto públ ico ha pasado a 

ser un importante instrumento de pol ítica económica con el -

cual el Estado incide en la esfera de los particulares. 

* Somers, Pág. 46 
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La empresa privada por su parte, aunque se ha seguido -

considerando Importante en los países capitalistas, ha dejado 

de ser el motor único de la vida económica en muchos de ellos 

y d e s a par e cid o t o tal me n t e en los S o c i a 1 i s t a s, e n s u 1 u g a r -­

pues ha surgido el Estado con una actividad igualo superior. 

Por lo anterior, es indudable, que los gastos constitu­

yen en la actividad económica un indicador de la intervención 

del gobierno en el sector privado y que el principio de míni­

ma interferencia con la iniciativa privada se está sustituye~ 

do por un principio que podría llamarse de participación del 

Estado en la satisfacción de necesidades particulares dicien­

do que el Estado mediante el gasto públ ico debe ser capaz de 

combinarse con los particulares en la satisfacción de sus ne 

cesidades. Esto quiere decir para el caso de los países capi­

tal istas desarrollados en desarrollo que, dado el caso la em 

presa privada no preste un servicio útil para satisfacer una 

necesidad, el Estado debe ser capaz de prestarlo y además que 

el Estado debe ser capaz de sustituir a los particulares o -

combinarse con ellos en aquellos casos que sean vitales para 

la sociedad tales como educación, defensa, salud, investiga­

ción, bienestar económico, etc. 

Debe aclararse a este respecto, que este principio no -

impl ica controlar la vida pol ítica y económica de los parti­

culares, desde luego que no está referido al caso de una eco 

nomía centralmente planificada. 

Principio de Máximo Beneficio. 

Somers anuncia este principio diciendo que con IIlos ga~ 
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tos públicos en todos los casos debe obtenerse un beneficio -

máximo Ilcada peso dice debe gastarse donde la utilidad margi­

nal sea mayor "por 10 tanto agrega, si el bienestar social -

puede obtenerse más facilmente gastando otro peso en salubri­

dad en vez de gastarse en actividades policíacas, entonces de 

be g a s t a r s e en 1 a p rime r a 11 • 

Para lograr 1 a real ización de este principio debe hacer­

se un análisis 10 más completo posible de cada tipo de gasto, 

ya que se ha considerado que el máximo beneficio se logra -­

cuando éste trata de aumentar la capacidad de producción y a 

su vez producir una mejor distribución del ingreso. 

Para lograr este efecto, en la práctica, han existido -

ciertas dificultades; sin embargo, en la actual idad los Esta­

tutos tratan de fijar un mínimo de ingresos deseab1es para c~ 

da persona y con base en ello, el gasto publico lo orientan a 

promover los ingresos situados por debajo del mínimo, los in­

gresos por encima del mínimo, de acuerdo a este principio, no 

reciben ningún dinero públ ico. 

Debido a este principio los Estados modernos se preocu­

pan mucho de programas de gastos púb1 icos para al imentes, ha­

bitación, salud, educación, etc. 

Otros Principios. 

El autor Argentino Manuel de Juana señala que los gastos 

públ icos deben condicionarse a ciertos principios entre 10s­

cuales, cita el de Legitimidad y el de realidad. 

El primero dice que "imp1ica el deber de respetar el or 



26-

denamiento jurídico previsto por el Estado". No debe haber -

gasto público -agrega-que no se ajuste a una previa autoriza-

ción legal ll
• 

El Principio de Real idad, por su parte, dice que Ilentra-

ña no apartarse de la efectividad del gasto ll por 10 que seña-

la que el Principio de realidad supone que lilas necesidades -

p ú b 1 i c a s y S U s a t i s fa c ció n han de ten e r un fu n d a me n t o ver a z , -

vale decir, que no es admisible la autorización de un gasto 

que no responda a una exigencia real de la convivencia huma-

na" . 

La importancia de éstos principios, el autor citado, la 

hace recaer en que sugieren IIdescartar erogaciones que impl.!... 

quen la satisfacción de intereses particulares o que emanen 

del c a pri c h o o del a a r bit r a r i e dad del o s g o b e r n a n t e s 11 • + 

Los principios propuestos por De Juano a juzgar por su 

enunciado son componentes natos del concepto de gasto público. 

En efecto resulta que el llamado principio de legitimidad no 

es sino referencia al elemento del gasto públ ico que se refie 

r e a 1 a a u t o r iza ció n 1 e g a 1 que s e re q u i e re par a s e r tal. El -

mismo concepto dado por el mencionado autor incluye tal ele-

mento cuando dice que el gasto públ ico, es el empleo que ha-

ce el Estado de una suma de dinero, autorizada 1egitimamente. 

Dado que cae dentro de 10 que es necesario para tificar 

el gasto pub1 ico, a este principio no le avalamos como tal. 

Respecto al de real idad, creemos que cabe dentro del con 

tenido del Principio del Gasto socialmente necesario. En efec 

~ l i t 

, ' f" ,-. 
---
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to, resulta que, en general, todos los principios conocidos -

establecen 1 imitaciones de los gastos. Los tratadistas tratan 

este tema de los principios, cabalmente, en relación a lími­

tes del gasto público, su nacimiento incluso, se debió a la -

preocupación por limitar el volumen de los gastos y el deseo 

de lograr el mayor rendimiento posible de los mismos; luego -

entonces, cuando se nos trae a cuenta, como principio que los; 

orienta, que deben real izarse aquellos gastos socialmente ne­

cesarios no se está pensando en que no haya ningún límite pa­

ra los gastos públicos; sino, por el contrario, que los haya 

pero hasta el límite en donde se considera que son socialmen­

te necesarios. Obviamente gastos en interés particular o que 

emanen del capricho o la arbitrariedad de los gobernantes no 

serían socialmente necesarios y por 10 tanto no deben hacer­

se. No hay necesidad, pues, de enunciar un nuevo principio -

cuando ya hay uno que comprende su contenido. 



IV. FINALIDAD DEL GASTO PÚBLICO. 

Hablar de final idades del gasto públ ico es referi rse al 

objeto o propósito que se persiguen al real izarse. 

La consideración de este tema se plantea después de ha-

ber sido superada la noción de que el gasto público tenía co-

mo propósito que el Estado cumpl iera con las funciones tradi-

cionales del Estado y como consecuencia se dejare de apreciar 

con c r i ter i o e x c 1 u s i va me n t e a d mi n i s t r a t i vo, 1 o c u a 1 o c u r re -

cuando el IIEstado gendarme ll
, da paso al IIEstado Providencia ll

, 

en que según dice Giulani Fonrouge, IIse prescinde del crite-

rio valorativo de otros tiempos: se descarta la superioridad 

automática de la iniciativa privada y se estima que ciertos -

gastos públicos son útiles desde el punto de vista económico, 

por su productividad, en tanto que otros, aunque económicamen 

te inconvenientes, ofrecen util idad desde el punto de vista -

del interés general ll .+ 

Desarrollo Económico y Social. 

En un país subdesarrollado, como el nuestro, el gasto pú 

b 1 i c o en p rime r 1 u g a r, s e d ice q u e pe r s i g u e e 1 d e s a r rol loe c o 

nómico y social. De acuerdo con esta finalidad las funciones 

del Estado se encuentran orientadas, por un lado, a lograr -

que los individuos tengan el más alto nivel de vida posible y 

por otro que sus condiciones de educación y cultura al igual 

que las de salud le permitan desarrollarse en plenitud de fa 
* Fonrouge, Giulani, ab. Cit. Pág. 185. 
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'cultades en la sociedad. 

Indudablemente que esta finalidad es consecuencia del re 

conocimiento que los países, como el nuestro, se encuentran -

en una situación subdesarrollada; vale decir, retrazadas res-

pecto ee otros países no sólo en cuanto a potencialidad pro-

ductiva, cultural y tecnológica sino también política y social 

10 cual se manifiesta en grandes desigualdades por razón de la 

pobreza que sufren muchos y riqueza de que gozan pocos. 

De acuerdo con Kenneth K. Kurihara* las características-

estructurales de los países subdesarrollados son: 

1- La baja renta real IIpercapitall; 

2- Recursos naturales insuficientes en relación con el 

conjunto de la población; 

3- Volúmen de capital insuficiente; 

4- Subempleo estructural 

5- Atraso tecnológico; 

6- Gran desigualdad en el reparto de la renta; 

7- Endeudamiento con el exterior. 

Otros autores señalan que lila Economía subdesarrollada 

se caracteriza por: escasa formación profesional y bajo nivel 

cultural en general, bajo nivel sanitario; paro encubierto -

que se manifiesta por el exceso empleo de bracos en las acti-

vidades agrícolas, falta de debida explotación de los recur-

sos naturales, dualismo o contraste en la organización econó 

mica, ya que unas empresas util izan procedimiento y organiz~ 

ción modernas, en tanto que la mayoría actuan en forma casi 
*Kurihara,Kenneth K.,La Teoría Keynesiana del Desarrollo Eco 

nómico, Agui1ar, 1966, Pág. 16 y siguientes.-

I 
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primitiva; y, como consecuencia de ello, existen zonas de ac 

tividad industrial en que el nivel de vida es aceptable, míen 

tras que en el resto se carece hasta de 10 más elemental, ma-

nifestándose también este contraste en las clases sociales, -

ya que una escasa minoría goza de excelente situación, en tan 

to que la casi total idad del país vive en condiciones infrahu 

manas; dependencia de países extranjeros a los que se expor-

tan frutos naturales y materias primas sin transformar a muy 

bajo precio y de donde se trae maquinaria y una gran mayoría 

de bienes de consumo a precios muy altos; carencia de capita-

les necesarios para una producción en gran escala, con la que 

se está en los llamados circulos viciosos de la pobreza".~'< 

Pues bien, para lograr superar tales condiciones los Es 

tados subdesarrollados han ensayado diversas medidas. Para te 

ner una idea general de algunas de ellas, enumeraremos, la mo 

dernización de las actividades productivas incorporando nue-

vas técnicas y métodos, la real ización de reformas agrarias, 

las Integraciones económicas, la promoción de inversiones ex 

tranjeras, el otorgamiento de incentivos fiscales al desarro 

industrial, etc. 

Justamente en América Latina durante mucho tiempo se cre 

yó que el desarrollo económico se lograría mediante medidas -

tales como las enunciadas; sin embargo, el nivel de vida no -

se ha logrado que avance, pues en comparación con el de los -

países desarrollados cada vez la brecha ha sido mayor. 

En razón a esta circunstancia, los economistas y sociólo 

1- Blanco Ramos, Ob. Cito Pág. 221. 
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gas cada vez más se convencen que la única forma de sal ir del 

subdesarrollo es mediante lI un proceso de cambio estructural 

global" 10 cual impl ica un proceso de cambio del iberado que -

pe r s i g a 11 como fin a 1 ida d ú 1 t i m a 1 a i g u a 1 a ció n del a s o por t un i -

dades sociales, políticas y ecomicas, tanto en el plano nacio 

nal como en relación con sociedades que poseen patrones mas e 

levados de bienestar material".,,: 

Para ello es obvio que el gasto públ ico juega un papel im 

portante y por eso se señala que es una de sus final ¡dades. 

Pleno Empleo. 

En países desarrollados es final idad principal del gasto-

público el pleno empleo. Esto quiere decir que mediante el ga~ 

to públ ico se trata de mantener un empleo total de los facto-

res de la producción y especialmente el trabajo. 

La razón de esta final idad es el Ciclo económico; pues,p~ 

ra la situación de depresión económica, en que se reduce la -

producción y especialmente los puestos de trabajo y como con-

secuencia surgen grandes desequilibrios en el uso de los fac-

tares, se cree que recuriendo a grandes inversiones en obras 

públicas se estimula la actividad económica y se supera el pr~ 

blema de la depresión. 

El padre de esta teoría es Keynes, quien consideraba el 

gasto público como el medio más eficaz para lograr la plena o 

cupación. En efecto, dicho autor plantea que se puede aumen-

tar la producción y evitar la depresión y el paro porque me­
* Oswaldo Sunkel, Pedro Paz, El Subdesarrollo Latinoamerica 

no y la Teoría del Desarrollo, Siglo XXI, Editores,S.A.,Mé 
xico,1973, 6a. Edic.,pag.39 ,- - -

l'I["' ~rr¡;\'-- ~1 ~'" 
.. r , l. 

\1 ... " JI 
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diante el gasto publ ico puede supl i rse l~ inexistencia de de-

manda, adquiriendo productos y servicios de las ramas produc­

tivas deprimidas. Para financiar tal gasto, llamado expansio­

nistas, que no es sino el aumento normal del gasto público, -

los medios que señala son la imposicIón progresiva y la deuda 

publ ica. 

Tal r e s u 1 t a d o s e ñ a 1 a Ke y n e s s e lag r a por q u e e 1 g a s t o P Ú -

blico origina sobre el consumo y la inversión el efecto multi 

pl icador y el de aceleración. 

El primero, dice Blanco Ramos, fue expuesto por Kahn pero 

difundido por Keynes. Trata de explicar la relación entre el 

volumen de la inversión y el de la renta nacional en función 

de la propensión al consumo y se expl ica en base a una obra -

públ ica así: 

liLa real ización de una obra publ ica absorbe el paro y po-

ne en juego recursos materiales antes improductivos ll
• IIAdemás 

ello se traduce en la util ización de materiales y servicios -

de toda índole, lo que produce un efecto de mayor empleo en -

las empresas productoras de dichos bienes, y también en las 

empresas productoras de bienes de consumo, a las que los tra 

bajadores de la obra públ ica aumentan su demanda gracias a -

la retribución que han empezado a obtener ll
• 

Keynes perfeccionó el estudio indicando que Ilsi se aumen 

ta la inversión mediante el gasto público y, con ello, entran 

en movimiento recursos, antes ociosos, ya sean trabajadores -

parados, o minas o capitales improductivos, aumentan las ren­
<;:;, 
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tas de todos los que cooperan en la actividad y, por 10 tanto, 

su poder de compra y de hecho su consumo. Este mayor consumo 

provoca una mayor actividad de las empresas productivas de los 

correspondientes bienes y servicios, con lo que se produce 0-

tro aumento de renta para los componentes de dichas empresas. 

Así resulta que el aumento de la inversión va provocando suce 

s i vos a u me n t o s del a re n tan a c ion a 1 11 • ,', 

Por su parte el efecto de aceleración se explica señalando 

que un aumento del consumo produce un aumento en la demanda de 

bienes de consumo y ello obliga a un aumento en la cantidad-

de bienes dedicados a la producción, o sea un aumento en la -

inversión de bienes de capital para poder atender a las exi-

gencias del mercado. 

Clark, llama a este principio de la aceleración, de la de-

manda derivada y 10 enuncia diciendo que "un aumento en la de 

manda de bienes de consumo puede acelerar la demanda de bie-

nes de capital". Esto es aumento de maquinaria, equipo, etc. 

Redistribución del Ingreso Nacional. 

Otra final idad del gasto públ ico tanto en un país subdesa 

rrollado como en países altamente desarrollados es la redistri 

bución del ingreso o Renta Nacional, la cual debe distinguir-

se de la redistribución de la riqueza, que es cosa muy distin-

tao 

La distribución de la renta nacional se dice que es inju~ 

ta cuando el reparto originario, el que se origina de remune­

* B 1 a n ca Ramo s, O b. C i t, P á g. 226 



34-

ración de los factores, es de tal modo que los individuos que 

tienen gran poder económico se apropian de la mayor parte. 

Para corregir esta situación se ha recurrido al gasto pú­

bl ico. Para ello en primer lugar el Estado debe procurarse -

grandes cantidades de ingresos de los particulares mediante -

impuestos con un alto grado de progresividad y en segundo lu­

gar que 10 así obtenido se invierta en obras infraestructurales 

de gran productividad y principalmente en la prestación de ser 

vicios que favorezcan a los débiles económicamente. 

Consecuentemente con 10 anterior a nuestro juicio, si úni 

camente se invierten grandes cantidades de dinero en la cons­

trucción de obras la redistribución del ingreso que se logra 

es muy poca. Para que dentro de los moldes del sistema capit~ 

1 ista se produzca una significativa redistribución del ingre­

so nacional deben ser impulsados grandes gastos especialmente 

hacia programas como el de la educación gratuita, los servi­

cios médicos hospitalarios, las ayudas familiares, la cons­

trucción masiva de viviendas, etc. 

En cuanto se refiere a la redistribución de la riqueza por 

su parte se refiere a la modificación de la actual distribu­

ción de la propiedad. Esto 10 real iza el Estado por ejemplo -

cuando por medio de reformas agrarias redistribuye la propie­

dad de la tierra rústica, o por reformas urbanas, redistribuye 

la propiedad de 105 inmuebles urbanos, etc. 

Seguridad y Previsión Social. 

Otra finalidad importante de 105 gastos públicos es e~ta, 



35-

no solo por las cantidades monetarias destinadas a ellas sino 

también por los beneficios que prestan a los individuos. 

En nuestro país los organismos que reciben recursos del 

Estado con fines de seguridad social son el ISSS, F.S. para -

la Vivienda y el INPEP. 

El primero cubre por un lado el SE'jguro de enfermedad, ma­

ternidad y riesgos profesionales y por otro lado el seguro de 

invalidez, vejez y muerte para trabajadores privados y de al­

gunas Instituciones Oficiales autónomas, el segundo, cubre el 

crédito para la Vivienda de trabajadores privados y el tercero 

en cambio el seguro de inval idez, vejez y muerte de empleados 

públicos, civiles. Todas estas Instituciones se establece que 

serán costeadas con aportes de los patronos, los trabajadores 

y e 1 E s t a d o e n e 1 c a s o del a s p rime r a s y del E s t a d o y los e m­

pleados públ icos del último; pero por la experiencia en el -

Seguro Social se dice que 10 normal es que el Estado no cumpla 

sus obl igaciones y que como consecuencia el sostenimiento sea ca 

con aportes de los patronos y trabajadores. 

Con base en esta circunstancia, podemos afirmar que el E~ 

tado salvadoreño muy poco gasta con la final idad de previsión 

y seguridad social, causa por la cual los servicios que pres­

tan esas instituciones no son suficientes para cubrir ni si­

quiera la demanda de los usuarios que en la actual idad se en­

cuentran adscritos. 

Por otra parte si bien es cierto su covertura horizontal­

(Territorial) es casi todo el país; por otra parte eso no es-
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en términos de población muy significativa, pues la gran may~ 

ría está lejos de que pueda gozar de los beneficios de la se­

guridad social. 

Si a 10 anterior agregamos que en términos verticales el­

seguro se mantiene únicamente cubriendo riesgos de enfermedad, 

maternidad y riesgos profesionales, invalidez, vejez y muerte 

y vivienda, tenemos que concluir que es poco significativo el 

gasto en este renglón. 

Lo contrario ocurre en los países desarrollados donde la­

seguridad social además de que cubre toda la población 10 ha­

cen con los programas que hemos mencionado y además con otros, 

tales como el de subsidios de paro, asistencia a la vejez, a­

yudas por los hijos a su cargo, ayuda a los ciegos, etc. El 

de subsidios de paro o como 10 llaman la Ley Orgánica del Ins 

tituto Salvadoreño del Seguro Social, Seguro de cesantía invo 

luntaria, al paso que marcha nuestra seguridad social, tarda­

rá mucho en verse hecho real idad. 

Defensa y Seguridad Pública. 

En cuarto lugar es finalidad del gasto público tanto en -

países desarroDados como subdesarrollados, la defensa y segu­

ridad pública precisamente por que esta es una de las finali 

dades del Estado, éste destina grandes cantidades de dinero -

al suministro de barcos, aviones, tanques, armas ligeras, e­

quipo técnico, al imentos y vestidos pago de salarios del per­

sonal militar, pensiones, etc. 

La defensa y seguridad publ ica en real idad a 10 que se re 

fiere es a procurar paz externa y orden interno. En cuanto a 
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10 primero es una ironía que esa búsqueda de la Paz se haga -

armandose para la guerra. 

En cuanto al orden interno la seguridad públ ica lo que bus 

ca es orden y tranquilidad social, por lo que cuando decimos -

q u e e 1 g a s t o P ú b 1 i ca t ¡en e como fin a 1 ida d 1 a s e g u r ida d p ú b 1 i -

ca 10 que queremos decir es que grandes cantidades de dinero 

se destinan a sostener un poder judicial, una fuerza pol idal, 

cárceles y otros establecimientos semejantes. etc. 

En cuanto a esta final idad no está demás señalar que en -

países desarrollados tiene máxima prioridad, la alta tecnolo-

gía mil itar. Esto es algo increiblemente caro; sin embargo, -

con el objeto de mantener una defensa adecuada contra cualquier 

tipo de agresión y especialmente para mantener un equi1 ibrio-

de poder en el mundo, las grandes potencias real izan grandes-

gastos, en este sentido. Los pequeños tampoco se quedan atras 

y gran parte de su presupuesto se ha utilizado para gastos de 

esta naturaleza. Paradogicamente, por ejemplo, en nuestro 

país con índices muy altos de pobreza, analfabetismo y en ge-

nera1 miseria, mucho de 10 que se gasta por el estado es para 

esta final idad. 

I 

--.: 



v. TENDENCIA DEL GASTO PUBLICO y LEY 

DEL AUMENTO PROGRESIVO DEL MISMO. 

No hay duda que la evolución del Estado moderno ha sido­

en el sentido de cada vez ir tomando a su cargo actividades. 

En efecto, pasa de realizar actividades, de carácter militar 

y de policía, en su origen, a luego tomar participación dire~ 

ta en 10 que atañe a la actividad económica supuestamente del 

resorte de los particulares y a el iminar en su total idad a -

estos en el Estado social ista o de Economía planificada. 

Este hecho de aumento constante de la actividad estatal, 

como es lógico, ha producido a su vez un gasto publ ico mayor, 

al grado que los autores sobre la materia que nos ocupa han -

dicho que si se anal iza en un país, un grupo de países o mun­

dialmente el gasto público,se observa el fenómeno de que éste 

tiene siempre la tendencia a subir. 

El fenómeno, dice Giuliani Fonrouge, es tan visible y g~ 

n e r al, q u e r e s u 1 t a i n n e c e s a r i o a c u m u 1 a r c i f r a s. Tal fe n ó me n o 

se produce, sin embargo, en términos absolutos y no relativos 

ya que ante el aumento de la población y de la renta nacional 

puede ser que el gasto publ ico no nuestre aumento; pero visto 

del fenómeno sin relación a los aumentos de población y creci 

miento de la Renta Nacional, o sea en términos absol utos re­

sulta obvio que hay un crecimiento constante. Duverger nos e~ 

plica esto diciendo por una parte, que lIes demasiado simplis-
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pla creer que, si la población dobla, los gastos gubernament~ 

les han de ser el doble, ya que los gastos generales por cabe 

za disminuyen a medida que crece el número de habitantesll.:;'t -

Por o t r a par t e s e ñ a 1 a los i g u i en te: 11 s u pon gamo s d o s p a í s e s 

con la misma población y con territorios de igual extensión.-

Si la producción del segundo es doble que la del primero, si 

el volumen de las rentas reales de sus ciudadanos es doble,es 

evidente que la misma cifra de gastos públ icos no tendrá la -

misma significación y la misma influencia en ambos países. Es 

ta observación es también val ida para un mismo país en dos é 

pocas distintas de su desarrollo; si la producción y las ren-

tas han aumentado paralelamente al aumento de los gastos pG-

blicos, la situación es muy distinta que si la producción y -

las rentas hubieran quedado estables, mientras los gastos pú-

blicos aumentaban ll
• :;b't 

Quiere decir, pues, que el aumento del gasto público pue-

de ser absoluto y relativo. Es absoluto cuando dicho aumento 

del gasto se ve sin relación a población y producción y renta 

nacional y relativo cuando se analiza en relación con tales 

factores. Indudablemente el fenómeno del incremento constante 

del gasto públ ico se refleja siempre en términos absolutos no 

así en el relativo. En éste último caso hay aumento cuando -

los gastos percapita aumentan más que proporcionalmente a la 

población o la renta nacional *** 

:;'t D u ver g e r, M a u r ice, O b. C i t. P a g-~ 
-/.* Duverger, Maurice, Ob. Cit. Pág. 59. 
:;L:;L*B1anco Ramos, Ob. Cito Pág. 202 
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Sobre la base expuesta, el economísta aleman Adolf Wagner 

en 1892 Y en su obra IICiencia de las Finanzas ll enunció la lla 

mada IILey del Aumento Progresivo del Gasto Públ ico ll según la 

cual, dado que la actividad pública aumenta constantemente, -

tanto cual itativamente, por implantación de nuevos servicios, 

como cuantitativamente, por aplicación de los existentes a ma 

yor número de individuos, desde el punto de vista financiero 

hay un aumento progresivo de los gastos públ icos.* 

Demás esta decir, a este respecto, que querer expl icar es 

ta presenta Ley en base al incremento de la población e impl~ 

mentación de nuevos servicios es realmente muy simplista. Como 

d ice Re t c h k i m a n lila s c a u s a s del i n c r e me n t o del o s g a s t o s P Ú b l..!.. 

cos son tan complejos que dificilmente podrá encuadrarseles -

en una Ley.** 

* 
** 

Blanco Ramos, Ob. Cit., Pág. 202 
Techkiman K., Benjamín; Instroducción a1 Estudio de la E­
conomía, Instituto de Investigaciones Económicas, México, 
1972, Pág. 70. 

[ - - -
BIS! ¡r~ n e -\ Cr}. ,~, "L 

ffilC": ,,,,· , ! ) ¡ 1. \ ., .,~ "".. ,I\I .VI,¡ tr]r 

-- - ---------- -



VI. CAUSAS DEL AUMENTO DE LOS 

GASTOS PÚBLICOS. 

El fenómeno del aumento progresivo del gasto públ ico tie­

ne diversidad de causas. Con ánimo de sistematización podemos 

decir que ellos son de orden económico, social, político, fi­

nanciero y administr~tivo. Veamos a continuación cada una de e 

110 s . 

CAUSAS ECONOMICAS. 

Podemos decir que causas económicas del aumento del gasto 

público son aquellos que tienen que ver con la influencia que 

éste ejerce en la Economía General de un país. Dentro de ellas 

podemos mencionar las siguientes. 

1- La Promoción del Desarrollo Económico y Social. En el 

mundo de los paises subdesarrollados todos los Estados han to 

mado esta responsabilidad. El nuestro no es la excepción y así 

encontramos que de acuerdo a la Constitución Política vigente 

II e 1 Estado está obligado a asegurar a los habitantes de la re­

pública el goce de la Libertad, la salud, la cuTtura, el bie­

nestar económico y la justicia soclal ll (Art.2 Cn. P.). 

Como sabemos de acuerdo a cierta concepción filosófica la 

1 ibertad solo es posible donde no eXiste necesidad, de consi­

guiente un pueblo necesitado de las más mínimas cosas para su su 

subsistencia, debe entenderse que goza de muy poca 1 ibertad. 

Ahora bien, como hemos dicho, que el desarrollo económico 
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supone alcanzar el mayor nivel de vida posible y las condicio 

nes de educación, cultura y salud necesarias para que el indi 

viduo se desenvuelva a plenitud en la soci~;ad; resulta enton 

ces, que el desarrollo económico es necesario para que los ha 

bitantes de la Repúbl ica tengan verdadero goce de la 1 ibertad. 

Esto no quiere mayor esfuerzo entenderlo. En efecto qué 1 iber 

tad pueden tener los enfermos, los desnutridos, 105 que no pu~ 

den ha ce r uso de sus facultades físicas y mentales? que 1 i be r 

tas pueden tener los Incultos; los analfabetas, los que viven 

en 1 a mise ría? Sencillamente muy poca. Po r esta razón, los paí 

ses han tenido que incrementar sus gastos con fines de desarro 

110 económico y por este el desarrollo económico es una causa 

del aumento de los gastos. 

2- La Necesidad de la Intervención del gobierno para evi-

tar los efectos de los ciclos económicos. Indudablemente esta 

es una causa del aumento del gasto público especialmente en -

los países desarrollados. Parte esta causa de las ideas de-

Keynes quien señalaba que el control de la inversión global 

parece ser la mejor forma de asegurar el pleno empleo y que -

es imposible asegurar el pleno empleo, mientras se deje su va 

lumen a la determinación de la iniciativa privada.* 

Lo dicho según el autor citado no persIgue Il que el Estado 

sustItuya la iniciativa privada y dirija la totalidad de la in 

versión pues en ese caso se entraría a un régimen planificador". 

De 10 que se trata agrega es simplemente de realizar cierta-

* Alain Barrere, Teoría Económica, Impulso Keynesiano, la Ley. 
Sociedad Anónima Editora e Impresora,Buenos Aires,1971,Pág.346 
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inversIón públ ica que cubra Il e l margen que muestra el decl ina­

mIento de la Inversión privada ll
• 

3- Variaciones del valor de la Moneda. En efecto, parte -

del aumento de los gastos públ icos es producida por la disminu 

ción del poder adquIsitIvo de la moneda o sea la depreciación 

de la moneda. La razón por la cual es un factor de aumento del 

gasto públ ico este fenómeno es que ello produce que los bienes 

y servIcios cuesten mayor número de unidades monetarias y por 

10 tanto el volumen de los gastos tiende a crecer. 

4- Aumento del precio de toda clase de Mercaderías. Como 

es sabIdo el fenómeno inflacionario mundIal y nacIonal dentro 

de los diversos países hasce que todos los bienes y servicios 

suban de precio, de donde resulta también que esta es una cau­

sa económica de aumento del gasto públIco. 

CAUSAS SOCIALES. 

Dentro del grupo de las causas sociales o sea las que se 

refieren a la situación social del país cabe mencionar entre -

otras las siguientes: 

1- El aumento de la población, en efecto, este fenómeno 

origina que los servicios del Estado se presten a mayor 

número de individuos y consecuentemente que se produ~ 

can un aumento en el costo de la prestación de los 

mismos. 

2- La necesidad de educar y culturIzar al pueblo. El es 

tado moderno concibe este aspecto como prioritario y 
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de allí que los gastos en este campo sean causante de 

un aumento en los gastos. 

3- La seguridad social. Producto de la necesidad de pro­

teger contra las enfermedades, accidentes y la invali 

dez, vejez y muerte a los trabajadores y su familia, 

el estado incluye grandes cantidades de gastos en es­

te rubro. Razón esta por la cual también es una causa 

de incremento de los mismos. 

CAUSAS POLITICAS. 

Son aquellas provenientes de la existencia y mantenimiento 

del Estado; dentro de ellas cabe mencionar: 

1) Defensa Nacional. Pretendiendo mantener independencia 

política e integridad del territorio, una causa del aumento de 

los gastos púb1 icos es precisamente la Defensa Nacional. Sin­

entrar al aná1 isis de este asunto salta a la vista que gran -

cantidad de recursos se destina a este aspecto. 

2) La necesidad de costear la función electoral a efecto 

de hacer participar al pueblo en las grandes decisiones nacio 

nales. 

CAUSAS FINANCIERAS. 

Estas causas son las que hacen alusión al patrimonio pu­

b1 ico. Aquí encontramos: 

1) La cada vez más grande organización financiera para 

administrar la recaudación de los ingresos pub1 icos y 
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su admlnistraoión. 

2) El cada vez mayor endeudamiento púb1 ico pues esto i~ 

p1 ica cada vez pagar mayores cantidades en concepto 

d e amo r t iza ció n del cap ita 1 y p a 9 o dei n ter e s e s • 

CAUSAS ADMINISTRATIVAS. 

Estas se refieren a la prestación de los servicios púb1l 

cos y son. 

1) El engrandecimiento cada vez mayor de la función adml 

nistrativa del Estado. Fonrouge al referirse a esta causal di 

ce que " e l desarrollo adquirido por el Estado constituye una-

de las principales causas del aumento de los gastos públicos, 

no solamente por las nuevas actividades que debe asumir en ra~ 

zón de los modernos conceptos en materia social yeconómlca,­

sino también por la expansión de sus funciones tradiciona1es". 

II En tal o r den de con s i d e r a ció n-a g re g a e 1 A u t o r q u e c ita mo s - -

pueden enunciarse: a) Nuevas actividades, por servicios públicos 

o g e s t ion e s de t i poi n d u s tri a 1 y c o me r c i al, q u e a n t e s e r a n d e s 

conocidas, b) Cargas de seguridad social y organización de en­

tidades para administrarlas; c) Realización de obras y traba­

JOS públicos como medio de prevenir o combatir circunstancias 

adversas de la coyuntura económica ; d) Necesidad de crear nue­

vos servicios administrativos por exigencias del aumento de la 

renta privada, c) Organización de controles por la expansión -

de los negocIOS y la necesidad de amparar a los consumidores; 

y f) Extraordinarios gastos de urbanización originados por el 
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surgimiento de nuevos núcleos de población y por el creclmien 

to desmesurado de los existentes (vivienda, obras sanitarias, 

energía eléctrica, gas, etc.)* 

2- La descentral ización de funciones en instituciones au 

tónomas. 

3- La Prodigal idad o derroche. Se refiere esta causal al 

m a 1 g a s t o del d i n e ro p ú b 1 i ca. O b v i a me n te, como s e ñ a 1 a Fa n r o u -

ge,lI es posible mencionar, causas morbosas pero reales como 

una tendencia a la empleomanía, determinante del crecimiento­

de la burocracia administrativa ll
• 

~.::..:; L.dUSaS del aumen"LO de los gastos públ icos, los auto-

res las clasifican en aparentes y reales. Las aparentes son a 

quellas que si bien producen el efecto de incrementar los ga~ 

tos desde el punto de vista cuantitativo en términos de 10 que 

se hace con ellos, resulta que no hay tal aumento. Es el caso, 

por ejemplo, del aumento del gasto público por variaciones del 

valor de la moneda, por el aumento de los costos de toda clase 

de mercaderías, por los cambios en los sistemas de contabl 1 i-

dad especialmente cuando se pasa del sistema de presupuestos -

netos a la universalidad presupuestaria; por aumento de la po-

blación, etc. 

Por su parte se habla de causas reales cuando el efecto -

de incrementar ,1e-. gastos se produce tanto en términos cuanti-

tativos __ mo de lo que se hace con el los. Tal sucede con los 

gastu~ ~ara educación y cultura; seguridad social, defensa na-

cior.al, el engrandecimiento cada vez mayor de la función admi­

nistrativa del Edo.= 

*Fonrouge, G., Ob. Cito Pág. 187 



VIII LA ILUSIÓN DEL GASTO PÚBLICO. 

En relación con el problema del aumento progresIvo del 

gasto público se ha consIderado el fenómeno de la IlusIón so-

bre Jos gastos públIcos. En efecto, la disminución del costo -

de la actividad estatal no solo se ha planteado por medio de -

la racionalización de los gastos sino también por el fenómeno 

que se llama Ilusión Financiera. 

Según Cesare Cosciani este fenómeno fue examinado ampl ia-

mente por vez primera en 1903 por Puviani y por el año 1939 -

con "mayor finura ll
, dice por Fassiani. Se entiende por ]' lusión 

FinanCIera -agrega-una representación falsa y erronea de una-

detracción o de un gasto público, por medio de la cual se alte 

ra en la mente de la colectIvIdad el Costo de los ServicIos Pú 

b 1 i ca s o 1 a u ti 1 ida d de los m I s mo s . ,', 

Explica el autor citado que la teoría de las IlUSIones -

Financieras no tiene un alcance universal, válido en todo tiem 

po y lugar y que no son creadas necesariamente por los gober-

nantes para engañar a la colectivtdad, que no son producto de 

la mala fe de los gobernantes pues se crean incluso en interés 

de la colectividad, "interés -dice- del que esta se da poca -

cuenta, por lo que aparecen también en el órden de tutela, p~ 

ra conseguir más fácilmente ia adhesión o elecciones que a prl 

mera vista la colectividad no desearía. 

,'- Cosciani. Cesare, Principios de la-Ciencia de la Hacienda, 
Edit. de Derecho Financiero, Madrid, 1967, Pág. 79. 
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Los casos de ilusión financiera incluyen precisamente la 

Ilusión sobre los gastos públicos la cual a decir de Cosclani 

se produce de tres maneras' 

1- Por ocultación manifiesta y declarada de los gastos 

Consiste esta forma Il en mantener en Secreto la clase, cantl­

dad y d u r a ció n de t o d o o par t e del o s g a s t o s, de tal mo do q u e 

la colectividad no pueda percatarse del importe total del sa­

crificIo que cada año soporta ll
• El caso se da sobre todo con 

los gastos mil i tares. 

2- Ocultación de los gastos por medio de Instituciones y 

prácticas contables y administrativas ll
• Este caso se da cuan­

do los gastos se computen una vez deducidos los ingresos de­

traídos para tal fina1idad Jl
, es decir, cuando se presupuesta 

en forma neta, o sea deduciendo los gastos de recaudación de 

los ingresos. También se presenta esta forma cuando algunos 

gastos real izados en un ejercicio se distribuyen entre los pr~ 

supuestos de ejercicios posteriores. 

3- Ocultación de los gastos por medio de expedientes y -

artificIos de otra naturaleza. Esta forma de Ilusión sobre el 

gasto públiCO se da cuando los gastos que se declaran estable 

cldos para un fin determinado se destinan en realidad a otro 

diverso. Se dice que los gobernantes recurren a este procedi­

miento siempre que se encuentran en la imposibilidad de decir 

sinceramente lo que se está haciendo. Cosciani nos da como e­

jemplo la construcción de una carretera con fines militares 

presentándola como una obra púb1 ica de interés económico, la 
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creación de cargos o empleos que satisfacen exclusivamente un 

interés particular, los arrendamientos y obras públ icas conce 

d i d·o s a m a y o r e S p re c i o s par a f a vo re ce r c 1 i e n t e 1 a s . 

Vistas las cosas en los términos expuestos, podemos de-

cir que la Ilusión del gasto público jurídicamente no es via-

ble. En efecto, si anal izamos el prImer caso nos daremos cuen 

ta que atenta contra el Principios de Universalidad que Orlen 

ta al Presupuesto Fiscal y según el cualllel Presupuesto debe 

contener toda clase de gastos que hayan de real izarse y toda 

clase de ingresos que se esperan percibir durante un ejercicIo 

fiscalll.~r 

Tal principio, 10 consagra el Art. 122 de la Constitución 

Po 1 í tic a a c t u a 1 me n t e e n vi gen c i a, e 1 c u a 1 d Ice q u e 11 e 1 P r e S u-

puesto General del Estado contendrá para cada ejercicio Fiscal, 

la estimación de todos los Ingresos que se espera percibir de 

conformidad con las leyes vigentes a la fecha en que sea vota 

do, así como la autorización de todas las erogaciones que ju~ 

gue convenientes para real izar los fines del Estado ll . 

Como se podrá observar la última frase de la disposición 

CItada da base para afirmar que no hay posibilidad de que se 

dejen sin consignar en el presupuesto algunos gastos a real i-

zar pues dice que el Presupuesto debe contener la autorización 

de todas las erogaciones. 

El segundo caso, por su parte; además de atentar contra 

el principio de universal idad citado anteriormente el cual su 

pone que entre ingresos y gastos no debe haber compensación -
~ Rodríguez F10res,José Mauriclo, Anál isis Jurídico Financiero 

del P r e s u p u e s t o, T e s i s D o.c t o r al, 1 977, P á g . 1 1 O . 
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alguna, y que tanto unos como otros deben consignarse en su -

totalidad sin ninguna deducción, atenta contra el principio 

de unidad que requiere que la total idad de "ingresos a perci-

b i r como 1 a a u t o r iza ció n del a t o tal ida d d e g a s t o s a r e a 1 iza r 

se, se consignen en un solo documento.* 

Lo anterior se exp1 ica por cuanto en ambos principios se 

pretende evitar la prodiga1 idad, el derroche, la malversación 

y como consecuencia, en el caso que una oficina tenga máquinas 

y materiales en desuso, muebles vieJos, automóviles fuera de-

servicio no podría entregarse como parte del precIo de equipo 

o materiales nuevos y consignar como gastos únicamente la di-

ferencia; debe en todo caso "figurar el valor de los objetos 

viejos como si fuesen vendidos y en gastos el precio total de 

las máquinas nuevas".**l1e este modo no se sustrae del control 

legislativo ni Jurisdiccional ningún gasto, ni queda abierta 

la posibilidad de que las oficinas recaudadoras eleven lilas -

gastos de percepción de impuestos, atenidos a que sus prodig~ 

1 idades no serán conocidas ... sabiendo que tienen ingresos 0-

cultos (Venta de materiales viejos)".~':~':* 

Por otra parte, dado que el principio de unidad del pre-

supuesto quiere que faci1mente se pueda establecer la tota1i-

dad de ingresos y gastos a percibir y real izar en un año, no 

~e puede fraccionar en presupuestos de diversos años ninguno 

* Rodríguez Flores, José Mauricio, Ob. Cit. Pág. 104 
*** Juan Ernesto Vásquez, Ciencia de la Hacienda Pública, To 

mo 1, Publicaciones del Banco Hipotecario de El Salvador, 
San Salvador, 1943, Pág. 64. 

~':* Duverger, Maurice, Ob. Cit. Pág. 251. 
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de los elementos sin que se dIfIculte el control correspondie~ 

te, se facIlIte la realIzacIón de maniobras, como la simula­

ción de economía o la ocultación de gastos exagerados con una 

sola fInal idad. 

Finalmente, respecto a la tercer forma se debe reconocer 

que es la más común de los casos de ilusión sobre el gasto pú 

bl ico. Realmente esta es la forma que le da eXIstencia al fe­

nómeno y sobre el cual el mecanismo legal pa.ra controlarlo se 

vuelva a menudo incapaz. 

En efecto, cuando se establece un control administrativo 

por parte del poder ejecutivo sobre los gastos públ icos es -

porque se quiere evitar el despilfarro, la malversación, el u 

so indebido de los fondos públicos. 

La base de dicho control, precisamente se encuentra en -

la Ley OrgánIca del Presupuesto, la cual señala en su artícu­

lo diecinueve que corresponde al Ministerio de Hacienda: lIa} 

la preparación del Presupuesto General y Presupuestos Especi~ 

les y el Control Administrativo sobre su eJecición ll
• Para cum 

p 1 i r e s te c o me t ido, e 1 M i n 1st e r i o de Ha c i en da c u e n t a con 1 a -

ayuda de la Dirección General de Presupuesto, la cual de con­

formidad al Art. 20 1 iteral b) tiene como atribución Ilel con­

trol sobre la ejecución de dichos presupuestos desde el punto 

de vista administratIvo tanto en 10 que se refiere a la ejec~ 

ción financiera somo a la de sus resultados en términos de -

realizaciones físicas yen general sobre todos los aspectos -

que tengan significacIón para una permanente evaluación de la 
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ejecución de los distintos programas presupuestarios " . Luego-

el Art. 43 indica que es deber de la Dirección General de Pre 

supuesto "hacer observaciones sobre la inversión de fondos pú 

bl icos en bienes o servicios que a su juicio no se ajusten a 

los fines establecidos en el programa presupuestario a que co 

rresponde o cuando no esté de acuerdo con la cuantía, natura-

leza o condiciones del gasto o compromiso en relación con di-

chos bienes". 

Como puede observarse, tal control, lo que trata de evi-

tar es el fenómeno que nos ocupa. Que no ha dado resultado p~ 

ra evitar la corrupción no es efecto de la Reglamentación sino 

de los encargados de aplicarla y de la protección que ellos 

tengan. 

De igual modo hay todo un sistema de control jurisdiccio 

nal y parlamentario tendiente a lo mismo, sin embargo, con to 

do y ello siempre se encuentra la situación que se puede tipl 

ficar como Ilusión sobre el gasto público en base a esta.ter- ... 
cera forma. 

I-I~I;;;:~-;::- ~'-::!.:',:l-- ., 
, ..l r , , \ ~ • I f 



VIII. CLASIFICACION DE LOS GASTOS 

PÚBLI COS I 

Clasificar los gastos públ icos es agruparlos atendiendo a 

diversos criterios con el objeto de análisis financiero admi-

nistrativo o económico. Como en otros campos de las finanzas 

en este de la clasIficación de los gastos resulta obvIo que se 

presenta una clara diferencIa entre las clasificaciones de las 

Finanzas clasicas con las de las FInanzas modernas. Esto es de 

bldo, sobre todo, a que el punto de vista administrativo "pasa 

a un segundo plano, como base de clasificación, en beneficio -

del punto de vista económico los gastos se clasifican, no con 

arreglo a los departamentos mInisteriales y a los servIcios pú 

blicos, sino según su influencia en la vida de la nación".;~ 

Los criterios de clasifIcación tienen un fundamento admi-

nlstrativo o económico y de allí que se puedan agrupar, depe~ 

diendo del punto de vista que adopten, en administrativos o e 

conómicos. 

Como hemos dicho, muchos son los criterios clasificato-

r i os; más de ellos vamos a considerar los que estimamos más-

Importantes. 

Gastos OrdInarIos y Extraordinarios. 
"1 

En el primer grupo de clasificaciones sobresale la que -

clasIfica los gastos en ordinarios y extraordinarios. 

A ella se refieren todos 
;~ Duverger, Maurice, Ob. Cit. 

los autores y así por ejemplo en 
Pág. 41. 
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contramos que Blanco Ramos cita a Flora diciendo que distingue 

los gastos ordinarios de los extraordinarios por el período en 

que se renuevan pues los primeros II por real izarse habltualmen-

te, aparecen en todos los eJerclcios ll mientras que los extraor 

dinarios, "se realizan esporádicamente para necesidades que no 

se repiten con periodicidadll.~r 

El mismo autor Blanco Ramos cita a Tartón, de quien dice 

que distingue los gastos ordinarios de los extraordinarios a-

tendiendo al factor tiempo sin embargo este autor considera la 

distinción en el aspecto financiero, en el económico y en el 

político y así señala que lila base de su diferenciación en el 

aspecto financiero es el poder o no poder predetermlnarse ll ; 

desde el punto de vista económiCO, lIel poder o no equiparlos 

por su empleo al capital fiJo o al circulante de la empresa ,. 

p r i va da" y d e s d e e 1 .a s pe c t o po 1 í tic o, por s u f i j a ció n, p u e s J 'los 

ordinarios su fijación se hace por una vez para un largo perío 

do de tiempo mientras en los otros, sin fijación se hace cada 

vez que se presenta la necesidad que mediante el gasto se ha -

d e a ten de r '.' 

Realmente, estas distinciones aunque pretenden modernizar 

la clasificación no logran ser consistentes con respecto al 

c r i ter i o gen e r a 1 e n un c i a do por e 1 a u t o r, como e s e 1 f a c t o r - -

tiempo; de allí que pensemos que lo que responde a la distln-

clón clásica es lo que se establece como distinción política, 

sin que el la logre no obstante, dar una verdadera visión de -

las dos clases de gastos 
* Blanco Ramos, ab. Clt. Pág. 191. 
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Héctor B Villegas dice, por su parte, que los gastos or 

dinarlos atienden al normal desenvolvimiento del país, mientras 

que los extraordinarios son aquel los que deben hacer frente a-

situaciones imprevlstas.* 

Manuel de Juano indica que la distinción atiende a su tiem 

po de duración y señala que los ordinarios se repiten en todos 

los ejercicios, pudiendo variar sus montos por ejemplo sueldos; 

mientras los extraordinarios son los que corresponde a necesi-

dades públ icas que no se presentan con regularidad (por ejemplo 

obras públicas).~h" 

Finalmente Manuel Matus Benavente formula la distinción -

desde el punto de vista financiero, económico y legal 

11 Fin a n c i e r a me n t e e s g a s t o o r d I n a r i o - d ice - a q u e 1 q u e t i en 

de ~surgl r o a presentarse en cada ejercicio financiero o pre-

s u p u e s t a r i o, como, por e J e m p 1 o, los s u e 1 d o s del o s fu n c ion a r i o s 

o los aprovisionamientos que el Estado neceslta", por su parte 

gasto extraordinario -dice- Iles el que carece de ese elemento 

de periodicidad" como ejemplo cita el gasto de construcción de 

un puerto o de un camino. 

Económicamente Matus Benavente distingue el gasto extraor 

dinarlo del ordinario diciendo que el primero tiene un efecto 

útil o un resultado tangible que tiende a prolongarse más allá 

del pe río do p r e s u p u e s t a r i o e n q u e e 1 g a s t o s e e fe c t u ó, como e s 

el caso del puerto o del camino que, una vez ejecutado, conti-

núa prestando servicios por un período más o menos largo de -

* Vl11egas, Héctor B.; Ob. Cito Pág 44. 
*~ .. De Juano, Manuel, Ob. Cit. Pág. 125 

., 
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tIempo, en cambio -agrega- Jlel efecto útil del gasto ordinario 

no va más allá del período presupuestario en que se real izó y 

para procurarse nuevamente el bien o servicio que se obtuvo -

con el gasto habrá que repetirlo". 

Por último, el autor que citamos señala que legalmente -

los gastos ordinarios se encuentran, por 10 general, previstos 

y autorizados en leyes de carácter permanente mIentras que 

los eXIraordinarios se les autoriza por leyes especiales y tem 

porales. 

Realmente, las dos últImas formas de distinguir los gas­

tos ordinarios de los extraordinarios no son tampoco consisten 

t e s p u e S ,p o r un 1 a do, ten d ría roo s q u e ten e r en c u en t a q u e en los 

gastos extraordinarios se incluyen los que se hacen por esta­

dos de necesidad dada la existencIa de eventual idades, produ~ 

to de hechos excepcionales como terremotos, epidemias, guerras, 

etc SIn embargo éstos gastos aunque, SI sen extraordinarios, 

no cabrían como tales en la distinción económica. Por su parte, 

el criterio legal tampoco opera, pues los gastos ordinarios -

son autorizados en la Ley de Presupuesto que es tipicamente Ley 

temporal o sea que dura un año, por lo tanto no son autoriza­

dos en ley de carácter permanente. 

Por lo expuesto, debemos señalar que la distinción entre 

gastos ordInarios y extraordinarIOS obedece clasicamente al 

c r i ter i o del a pe r i o d i cid a den q u e s e r e a 1 Iza n. A s í ten e mo s 

q u e los p rime r o s s o n a q u e 1 1 e s e ro g a c ion e s q u e s e r e a 1 Iza n p e -

riódicamente, es decir que se repiten en todos los ejercicios 
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debido a que sirven para atender necesidades regulares y de a 

llí que su monto y su estructura sean previsibles y que se -

les haya considerado que su financiamiento se debe hacer con-

I n g r e s o s o r d I n a r i o s o s e a q u e 11 s e pro d u ce n re g u 1 a ron o r m a 1 me n 

te en cada ejercicio financlero". 

Por su parte los gastos extraordinarios serían aquella -

erogaciones que se real izan en forma no periódica, o sea cua!2. 

do necesidades imprevistas o eventuales 10 requieren, por 10 

que su monto y estructura no se puede preveer pues no se repl 

ten en todos los ejercicios y de allí, además que se les haya 

considerado que su financiamiento se debe hacer con ingresos­

extraordinarios, o sea los que se recauden u obtienen para -

cubrl r necesidades imprevistas o eventuales del Estado y por 

10 tanto no se producen regular o normalmente en cada ejercI­

cio financiero 

De 10 expuesto, resulta que esta clasificación tiene un 

contenido sobre todo administrativo pues de 10 que se trataba 

era de distinguir los gastos de una manera tal que hubiese -

que destinar determinados ingresos para cubrir la clase de ga~ 

to respectivo, 10 cual es típico de las Finanzas clásicas. En 

efecto, los clásIcos distinguían nitidamente los recursos pú­

b 1 i c o s pro p i a me n te d i c h o d e a q u e 1 los q u e no de r I van re c u r S o s -

en si mismos, sino tan solo la anticipación de recursos futu­

ros, que sólo se lograrían en el curso de varios años pero que 

les debe reunir inmediatamente ante 10 Impostergable de la ero 

gaclón; tal sucede con los emprestitos o los fondos provenie!2. 
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tes de la deuda publ ica a los cuales se les da carácter y ju~ 

tificaba en la medida que fueran extraordinarios. 

La distinción que nos ocupa tiene aceptación constitucio 

nal en nuestro medio, pues si vemos el Artículo 47 en sus li­

terales 15 y 16 se señala que corresponde a la Asamblea Legi~ 

lativa en caso de invasión, guerra legalmente declarada o cala 

midad publica, decretar emprestitos forzosos en la misma rela 

ción, si no bastaran las rentas publicas ordinarias" y "facu1-

tar al Poder Ejecutivo para que contrate emprestitos volunta­

rios dentro o fuera de la República, cuando una grave y urge~ 

te necesidad lo demande y para que garantice obl igaciones co~ 

traídas por entidades estatales o municipales de interés publl 

ca" . 

Si se observan tales disposiciones en primer lugar resu1-

ta claro que se concibe a los fondos provenientes de emprest~ 

tos forzosos o voluntarios como ingresos extraordinarios y en 

segundo lugar que a ellos solo se puede recurrir en caso que­

una grave y urgente necesidad lo demande. 

Pues bien, tal está concebido este asunto resulta que -

los emprestitos para construi r una obra publica requieren que 

éSLas se declaren como de uígenLe necesIdad; en circunstancias 

que puede ser que no 10 sean tanto, sino que otro tipo de razo 

nes como podría ser el desarrollo económico lo demande. 

Por eso, sobre todo, cayó en crisis la distinción y se tu 

vo que recurrir a distinguir los gastos desde un punto de vis­

ta económico señalando gastos de operación o de funcionamiento 
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y gastos de Inversión o de capital como un desprendimiento de 

la clasificación original de ordinarios y extraordinarios. De 

esta manera se puede cubrir con empr~stitos no solo los gastos 

de graves y urgentes necesidades provenientes de invaslones,-

guerras, calamidades públicas, etc. Sino también aquellas 0-

bras productivas de Infraestructura física necesaria para ha-

cer más vlabne la convivencia social. Las teorías modernas -se 
, 

ñala Villegas- sostienen Il que el emprestito estatal es un re-

curso que nada tiene de anormal y que no puede estar rigidame~ 

te limitado a circunstancias excepcionales que dan lugar a ga~ 

tos imprevistos o urgentes.* 

Demás esta señalar entonces, que la distinción entre ga~ 

tos ordinarios y extraordinarios ha dejado de ser tan importa~ 

te como lo era antes y por lo tanto, debería excluirse de con 

slderación constitucional. 

" G a s t o s por Ramo s del a A d m i n i s t r a ció n Pub 1 i ca. 

La más antigua clasificación de los gastos atiende a la-

estructura orgánica del Estado. Se trata de otra clasificación 

tradicional pues en ella 10 que cuenta es el ramo, Institución 

u organo del Estado De acuerdo a esta clasificación se prese~ 

tan los gastos publ icos por entes central izados y descentral i-

zados o para estatales. En el primer grupo se comprende 10 que 

corresponde al gobierno central en donde se incluyen los lla-

mados poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Por su parte 

en el sector paraestatal se 
* Villegas, Héctor B.; Ob. 

incluye 
Cit, Pág. 

los organismos descentral 
600 
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zados conocIdos entre nosotros como entes autónomos y semlautó 

nomos. 

La clasifIcacIón que nos ocupa, nitidamente de carácter 

administrativo, se le uso sIempre en los presupuestos del Esta 

do y se le mantIene aun dentro de esquemas de presupuestos mo-

dernos En nuestro caso se le llama clasificacIón Instltucio-

nal del gasto la cual obedece al hecho de que las activieades 

del gobierno se realIzan por medio de diversidad de organismos 

públ icos los cuales es necesarIo agrupar para efectos de ejec~ 

ción presupuestarla~. 

De acuerdo a tal crIterio los gastos públIcos se dlstribu 

yen en gastos del gobIerno central y de InstitucIones descen-

t r a 1 Iza d a s, v I n c u 1 a n do -ª.é s t a s con aquellas para Indicar la au 

torldad polítIca nacional que puede decidIr en última instan-

cla sobre lo que se hace. 

La distribución del gasto en forma InstitucIonal de acuer 

do al InstructIvo 404A citado, en efecto, es la siguIente 

010 Poder LegIslatIvo 

030 Poder Judicial 

050 Corte de Cuentas de 1 a Repúbll ca 

070 Consejo Central de Elecciones 

090 Tribunal de Servicio Civil 

110 Fiscalía General de la República 

130 Procuraduría General de Pobres 

150 PresidencIa de la República 

200 Ramo de Hacienda 
* I n s t r u c t I vaN o. If 04 A~l a D i re c ció n Gen e r a 1 d e P r e s u p u e S t o . 
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201 Lotería Nacional de Beneficlencia 

202 CircuIto de Teatros Nacionales 

203 Proveeduría General de la Repúbl ica 

250 Ramo d~ Relaciones Exteriores 

300 Ramo del InterIor 
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301 AdmInistracIón Nacional de Telecomunicaciones 

(ANTEL) 

302 Comisión Nacional para la atención de desplaza­

dos(CONADES) 

350 Ramo de Defensa 

351 Instituto de Seguridad Social de la Fuerza 

Armada . 

360 Ramo d e S e g u r ida d P ú b 1 i ca 

400 Ramos de Justicia 

401 Consejo Salvadoreño de Menores 

450 Ramo de Educación 

451 UnIversidad de El Salvador 

452 Comité Olímpico de El Salvador 

453 Federación Salvadoreña de Futbol 

454 Instituto Centroamericano de Telecomunicaciones 

455 Fondo de Garantía para el Crédito Educativo 

456 Instituto Nacional de los Deportes (INDES) 

5 O O Ramo d e S a 1 u d P ú b 1 i c a y A s i s ten c i a S o e I al. 

501 Hospital Rosales 

502 Hospital Benjamín Bloon 

503 HospItal de Maternidad 
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504 Hospital Slqulatrlco 

505 Hospital de Neumología 

506 HospitalllSan Juan de OiosllSanta Ana 

507 Hospital IIFranclsco Menéndez ll Ahuachapán 

508 Hospital de Sonsonate 

509 Hospital IILuis Edmundo Vásquez ll Chalatenango 

510 Hospital San Rafael, Nueva San Salvador 

511 Hospital Santa Gertrudis, San Vicente 

512 Hospital IIS an ta Teresa ll Zacatecoluca 

513 Hospital IIS an Juan de OIOSII San Miguel 

514 Hospital San Pedro, Usulután 

515 Crus Roja Salvadoreña 

516 Consejo Superior de Salud Pública 

517 Instituto Salvadoreño de Rehabilitación de 

Invál idos. 

518 Hogar de AncianosllNarclsa Castillo ll , Santa Ana 

519 Sala Cuna Externa, San Salvador 

520 Hogar del Niño IIAdalbertollNueva San Salvador 

521 Hogar de la Niña IIMoraga ll , Santa Ana 

522 Hoga r de 1 a Niña IISan José ll , Ahuachapán 

523 Hogar del niñollOoctor Gustavo Magaña Menéndez, 

Ahuachapan. 

524 Hogar del Niño 1I0010res Souzall,San Miguel 

525 Hogar de la Niña, Sonsonate. 

526 Sala Cuna IIBraullo Sandoval 'l , Sonsonate 

527 Guardería InfantilllOr.Carlos Rodríguez Jiménez, 

Zacateoluca. 
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528 Consejo de Salubridad, Santa Ana. 

600 Ramo de Trabajo y Previsión Social 

601 Instituto Salvadoreño del Seguro Social. 

602 Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo. 

700 Ramo de Economía. 

7 O 1 I n s t i t u t o S a 1 v a do re ñ o de T u r I s mo ~ ( 1ST U ) 

702 Centro Nacional de Productividad(CENAP) 

703 Fábrica de Hilados y Tejidos de San Miguel 

704 Comisión Ejecutiva Portuaria Autónoma(CEPA) 

705 Comite Ejecutivo de la Feria Internacional 

de El Salvador. 

706 Financiera Nacional de la Vivienda 

7 07 B a n c o N a c ion a 1 de F o me n t o I n d u s tri a 1 

708 Consejo de Vigilancia de la Contaduría Pública 

y Auditoría. 

709 Comisión Ejecutiva Hidroeléctrica del Río 

Lempa (CEL) 

710 Fondo de Financiamiento y Garantía para la 

Pequeña Empresa. 

711 Fondo Social para la Vivienda 

712 Banco de Fomento Agropecuario 

713 Corporación Salvadoreña de Inversiones(CORSAIN) 

714 Instituto Nacional del Azúcar 

715 Instituto Nacional del Café 

750 Ramos de Agricultura y Ganadería 

751 Instituto Salvadoreño de Investigaciones del Café 
( I SIC) 



752 Asociación de Ganaderos de El Salvador. 

753 Instiruto Salvadoreño de Transformación 

Agrarla(ISTA) 

754 Instituto Regulador de Abastecimlento(IRA) 
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755 Financiera Nacional de tierras Agrícolas(FINATA) 

8 O O Ramo d e O b r a s P G ~ 1 i c a s 

801 Instiruto de ViVienda Urbana (IVU) 

802 Administración Nacional de Acueductos y Alcanta 

rillados (ANDA) 

Como puede apreciarse, de esta clasificación del gasto -

I n s t i tu c ion a 1 s e p u e del den t i f I ca r e 1 ramo a q u e ca r r e s pon den 

las entidades descentralizadas. Entre ellas aparecen las de -

más reciente fundación con el objeto de presentar completo to 

do 1 o q u e I m p 1 i c a e 1 s e c t o r p ú b 1 I C o y con s e c u e n t e me n t e q u e r e a 

1 j z a 9 a s t o p G b 1 I C o, s e 9 G n 1 o v I mo s e n s u o por t u n Ida d . 

Gastos Reales y Gastos de Transferencia. 

Atendiendo si el gasto produce o no contrapartida al Esta 

do por parte de las InstitUCiones o personas que reciben el e 

greso, -- se clasifica en reales y de transferencia. 

Los primeros son aquellos que real iza el Estado para la 

adqUISICión de bienes y serviCIOS necesarios pará el sosteni­

miento de la adminIstración pública. Implican consumo de bie­

n e s y s e r v I c i o s por e 1 E s t a do, s e 1 e s e o n o ce t a m b i é n como g a ~ 

tos Directos por cuanto las entidades públIcas los realizan -

como contraprestación a bienes y serVicios reCibIdos. 
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Ejemplo de ello son los gastos en compra de equipo, mate 

riales, construcción de obras públicas, los gastos militares, 

los gastos en pago de salarios o sueldos a los empleados pú-

blicos, etc. 

Por su parte, los de transferencia son aquellos que rea­

\ 
liza el Estado para otorgar poder de compra a grupos o indivi 

duos del sector privado o capacidad de funcionamiento normal-

a otras Instituciones públ icas o para 1 ibrarse de obl igacio-

nes que constituyen deuda públ ica. Suponen éstos gastos un -

simple desplazamiento de renta de un sector a otro,de una Ins 

titución a otra no implican un consumo sino simplemente paso 

de poder adquisitivo a los particulares u otras entidades. No 

corresponden a una prestación directa al Estado, y por ello -

se les llama gastos indirectos. 

Los gastos de transferencia se dividen precisamente en -
) 

tres grupos; ~) los subsidios o subvenciones, b) los servicios 

de seguridad social; y c) el servicio de la deuda públ ica. 

Maurice Duverger plantea la posibilidad de otra categoría 

de gastos de transferencia representados por los gastos del Es 

tado en el extranjero: cita como ejemplos los Fondos destina-

dos al servicio de relaciones culturales, a la ayuda técnica-

a países subdesarrollados, a la propaganda exterlor.* Lo cual 

es de tenerse en cuenta pues no otra cosa se produce con tales 

gastos. 

En cuanto a los subsidios y subvenciones debemos señalar 

* Duverger, M; Ob.-Cít:-f>ag.------zt3. 
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que los primeros pueden definirse como las ayudas que otorga 

el gobierno central a Instituciones descentralizadas, empresas 

privadas, personas particulares siempre que dicha ayuda no sea 

permanente sino extraordinaria, para situaciones especiales. 

Las subvenciones por su parte son ayudas que otorga el 

gobierno central a Instituciones descentra1 izadas, \empresas -

privadas o personas particulares para que realicen norma1men-

te sus actividades. Cabane11as, precisamente, indica que 1a-

subvención es el dinero con que son sostenidas oficialmente -

entidades que por su actividad no tienen ingresos, o cuyas en 

tradas son insuficientes.* 

En el caso de empresas privadas se subvenciona genera1-

mente para favorecer a los consumidores con precios más bajos 

o a los obreros con salarios más altos. 

Respecto al servicio de seguridad social la transferen-

cla es de los contribuyentes, entre qUienes se encuentra el 

Estado, a las Instituciones encargadas de la administración -

del servicio; en el caso nuestro ISSS, INPEP, Fondo Social p~ 

ra la Vivienda y de estas instituciones a los beneficiarios -

en concepto de indemnizaciones por invalidez, vejes, muerte y 
I 

por defunción, sub¿idios familiares, desocupación, etc. 

Finalmente en cuanto al servicio de la deuda pública 0-

sea los gastos para pagar el principal, los Intereses y demás 

accesorios provenientes de emprestitos, hay también un gasto-

~'< Cabane11as, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho 
Usual, Tomo VI, Editorial Ellasta, S.R.L., B.A., Pás. 283. 



67,-

de transferencia dado que el Estado entrega dinero sin reci-

bir una contraprestación, transfiere un valor sin exigir por 

ello un servicio. 

Burato dice refiriendose al servicio de la deuda pública, 

precisamente, que "en este caso el Estado transmite o trans-

fiere una cantidad de poder de compra que ha obtenidp a tra-

vés de recursos generales, a los tenedores de títulos públ i-

c o s en f o r m a dei n ter e s e s y o amo r t iza ció n del a d e u d a '1 • -k 

Gastos Corrientes y Gastos de Capital. 

Dentro de las clasificaciones modernas de los gastos pú 

blicos. una de las más importantes es la que clasifica los 

gastos atendiendo a su naturaleza económica en gastos corrlen 

tes o de funcionamiento y en gastos de capital o de inversión. 

La distinción la hizo por primera vez la Comisión Econó-

mica para America Latina (CEPAL) en un estudio sobre el desa-

rrollo económico de Argentina a principios de la década del 

sesenta y desde entónces su uso se general izó en todos los 

Presupuestos Fiscales. 

Como señalamos en su oportunidad esta clasificación sus-

tituyó practlcamente a la distinción de los gastos en ordlna-

rios y extraordinarios pues si bien se parecen en cuanto a 

que los gastos corrientes por lo común son gastos ordinarios 

de la administración pública, la distinción no responde al 

criterio de la periodicidad o excepcional idad de la erogación 

sino que a la naturaleza económica, resultando así que dichas 
* Burato, Alfredo, Ob. Cit., Pág. 37. 

, --------- ----- -! 
BIBU0YEC{; CF '.rrR¡\l 

t"C<!pvCí1UI'l. o ,",': -,~ H ILt<, ,,("l. 
/- ---------- -- --. . 
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clasificaciones no se superponen exactamente. 

En efecto, lo que hace posible que los gastos sean co-

rrientes o de operación y de capital o de inverSión es que -

permitan o no la formación de capital e incrementen o no el 

activo del Estado. Por lo tanto estamos en presencia de los 

primeros cuando hay erogaciones para que funCIone la admlnls-

t r a CiÓ n p ú b 1 I ca, con e 1 los n o s e I n c r e me n t a e 1 a c t i va del E 5 -

tado. Son -como dice Duverger-"los normalmente necesitados p~ 

ra la marcha de los servicios públicos y la vida del Estado 

pago de personal, conservación del material etc. ", no I mp 1 I -

can _agrega-ninguna transferencia de capital del sector públ~ 

ca al privado, o en el interior del sector públ ico no atañen, 

en suma, más que el empleo de rentas del Estado y de la naclón". 

Por 10 tanto -concluye el autor cltado- corresponden un poco-

a la Idea de gastos ordinarios·· .... 

Por s u par te, los g a s t o s del n ver 5 Ión I n c r e me n tan e 1 a c -

tivo del Estado, por 10 que comprenden todas aquellas eroga-

ciones que se efectuan en la adquiSIción de bienes de capital 

para mejorar la capacidad productiva del país. Son-como dice 

el mismo Duverger- gastos que afectan a la riqueza de la na-

ción, a su capital y no a sus rentas. Responden así, en parte, 

a la idea con la cual se representó a los gastos extraordina-

rios, pero no se superponen totalmente, pues los gastos de in-

versIón no son conSiderados excepcionales o anormales. Así los 

gastos en obras públ icas y construcciones di rectas antes con-

sideradas extraordinarias han pasado a ser ordInarias pero se 
~~ Duverger, M.; Ob. Cito Pág. 44. 
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distinguen de los corrientes en razón de que implican un Incre 

mento del patrimonio públ ico. 

Vlllegas, precisamente señala que IImientras los gastos 

de funclonamienio retribuyen bienes de consumo o prestaciones 

de servicios, los gastos de Inversión retribuyen bienes de ca 

plta1 y, por consiguiente, contribuyen a aumentar el caplta1-

del sector público de la economía. Aquí -agrega- el parecido 

con los antiguos "gastos extraordinarios desaparece, ya que -

las erogaciones de inversión no pueden ser consideradas exce~ 

cionales o anormales".''; 

Así las cosas podemos señalar que la distinción es impo~ 

tante por ser " una herramienta de análisis fiscal para los -

niveles de decisión y de planlficaciónll."d 

Gonzalo ~,- , que desarrolla con toda ampl itud esta -

clasificaclól, 1:01 gasto público, señala que lIal proporcionar 

las informaciones mencionadas la clasificación económica hace 

posible determinar el impacto de los gastos públicos sobre el 

n i ve 1 y c o m p o SIC ión del pro d u c ton a c Ion al, a s í como s u d 1St r i 

bución además, permite evaluar los efectos económicos 

del gasto públ ico sobre el desarrollo económico y social, en 

la medida que está midiendo la inversión pública; sobre la 

estabilidad monetaria, en la medida en que permite mostrar el 

financiamiento y la política de subsidios al nivel de los pr~ 

cios; sobre la ocupación de los factores productivos, en tan-

to mide los volúmenes de mano de obra que remunera el sector 

¡'-

,,", ,1.. 
Vlllegas, Héctor B.; Ob. Cit.; Pág. 46 
De la Garza, Sergio Fco.; Ob. Cito Pág. 139 
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públ ico y la demanda que esta ejerciendo sobre los bienes y -

servicios que produce la economía y, por último, permite cono 

cer, la influencia del sistema fiscal sobre la distribución del 

i n g r e s o, almo s t r a r 1 a i n cid e n c i a del a tri b u t a ció n, por u n a -

parte, y la orientación de los gastos corrientes y de transfe 

rencias por otra".* 

Para terminar con este asunto debemos señalar que en nues 

tro país se usa esta clasificación. A ella se refiere el Ins-

tructivo 406 de la Dirección General de Presupuesto; el cual-

señala que comprende el siguiente esquema 

Sub 
Grupo Grupo 

1 1 

12 

2 
21 

22 

23 

24 

Específico 

1 1 1 
1 12 
1 13 
1 1 4 

121 
122 
123 

2 1 1 
212 

221 
222 
223 
224 

231 
232 

241 
242 
243 

C O N C E P T O 
GASTOS CORRIENTES 
Gastos de Consumo 
Remuneraciones 
Compra de bienes y servicios 
Arrendamientos Terrenos 
Intereses 
Transferencias 
Al sector privado 
Al exterior 
Al sector públ ico 
GASTOS DE CAPITAL 
Inversión Real 
Equipos 
Obras y construcciones 
Inversión Financiera 
Compras de activos existentes 
Compra de valores 
Préstamos al sector privado 
Préstamos dentro sector público 
Amortización de la Deuda 
Públ ica. 
Rescate de la deuda interna 
Rescate de la deuda externa 
Transferencias 
Al sector privado 
Al exterior 
Al sector públ ico 

*Martnes, Gonzalo, Ob. Cit . Pag:i09 
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Esta clasificación distingue varias clases de gastos pú­

blicos atendiendo a la finalidad particular a que se destinan. 

De acuerdo con el Manual de las Naciones Unidas hay cua­

tro grupos fundamentales de gastos. El Prime~o está formado -

por Los "Servicios Generales·· y se refiere a los gastos que -

cubren actividades encaminadas a prestar servicios que requi~ 

ren el uso del poder compulsivo. Se trata de actividades que 

no tienen competidores en el sector privado. Se incluye sobre 

todo Defensa Nacional, Pol icía, Justicia, RelaCiones Exterio­

re s, etc. 

El segundo grupo es llamado ServiCIOS Sociale~ y Comuna­

les y se refiere a aquellos gastos que cubren actividades en­

caminadas a prestar serviCIOS sociales báSICOS tales como edu 

cación, salud, servicios de bienestar, etc. 

El Tercer grupo se denomi~a Servicios Económico y se re­

fiere a aquellos gastos que cubren actividades encaminadas a 

préstar servicios al sector privado de la economía o que es­

tan asociadas con la proviSión de servicios a las empresas -

privadas. Se ubica entre ellas la investigación científlca,la 

pro mo ció n del c o me r c i o, 1 a e x p 1 o t a ció n de re c u r s o s m i n e r a 1 e s 

o petroleros, la reforestación, la inspección y regulación de 

sociedades y empresas privadas, transporte y comunicaciones, 

etc. 

Ursula K. Hicks se refiere a esta clase de gastos seña-
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landa que son los que se hacen en ayuda directa a la empresa 

prIvada o produciendo dI rectamente bienes y servicios en gran 

escala para la comunidad a través de las Industrias socializa 

das " con lo cual el alcance es mucho mayor que el expresado -

por el Manuel de NacIones Unidas. 

Finalmente el cuarto grupo es el de los Servicios Finan-

cieros, el cual se refiere él- aquellos gastos que cubren el p~ 

go del servicio de la deuda publ ica, Interior, exterior y flo 

tan te. 

El esquema de clasificación funcional del gasto públIco 

usado entre nosotros está contenido en el Instructivo 405 an-

tes citado, el cual es el siguiente: 

Sub 
Grupo Grupo 

1 1 
1 2 
1 3 
1 4 
1 5 
1 6 
1 7 

19 

2 
21 
22 
23 
24 
25 
26 
29 

C O N C E P T O 

SERVICIOS GENERALES 
Administración General 
Legislación 
RelacIones Exteriores 
Regulación Económica y Financiera 
Justicia 
Defensa y Seguridad Interna 
Investigación General y Servicios 
CientífIcos 

Otros Servicios Generales 

SERVICIOS SOCIALES Y COMUNALES 
Educación y Cultura 
Salud Pública 
Higiéne AmbIental 
Previsión y Asistencia Social 
Trabajo 
VIvienda y Urbanización 
Otros Servicios SocIales y 
Comunales 

pasa 

f BIBUOTI'"CA C'F"TI>¡IL 
IJ'\¡'''¡;:1iI81040 l..J1E ¡-. "\'¡ '0, 



Grupo 

3 

4 

5 

Sub 
Grupo 

31 
32 
33 
34 
35 
36 
37 
38 
39 

41 
42 
49 

59 

C O N C E P T O 

SERVICIOS ECONOMICOS 

Agropecuarios 
Recursos Naturales Renovables 
Riego 
Energía 
Minería 
Industria y Comercio 
Transporte y Almacenaje 
Comunicaciones 
Otros Servicios Económicos 

SERVICIOS FINANCIEROS 

Deuda Pública Interna 
Deuda Pública Externa 
Otros Servicios Financieros 

SERVICIOS NO CLASIFICADOS 

O tras 

73-

Los gastos en Servicios generales son aquellos a los cua 

les se les ha asignado la función de proporcionar las condi-

ciones necesarias para que se cumplan los altos fines del Es-

tado, por tal razón, Martner caracteriza a los servicios que 

se agrupan en este rubro como aquellos que cubren actividades 

que requieren el uso del poder compulsivo del Estado y que no 

tienen competidores en el sector privado. El Instructivo 405 

al referirse a es"ta clase de servicios manifiesta que es un 

grupo que Ilcomprende todos los gastos en aquellas funciones -

de carácter general, que en su mayoría son atribuciones esp~ 

cíficas del Estado 

Dentro de este primer grupo se ubican 1- los gastos de -
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administración general en los cuales se incluyen los gastos -

que ocasiona el funcionamiento de los órganos administrativos 

de más alta Jerarquía como son, La presidencia de la Repúbli­

ca, los de fiscal ización de la Hacienda Públ ica y ejecución -

del presupuesto, los destinados para fines electorales, etc;-

2- los gastos dé Legislación, o sea, los egresos que realiza 

el Poder Legislativo; 3- Los gastos en el manejO de las Rela­

ciones Exteriores que comprende las erogaciones "con el obje­

to de proteger y promover los intereses de la nación en el ex 

terlor", 4- Gastos en regulación económica y financiera, o -

sea, los egresos para la formulación y dirección de la Políti 

ca financiera de los programas administrativos y de desarrollo 

económico y social, así como los relacionados con la recauda­

ción y administración de los ingresos públiCOS, etc.; 5- Los 

gastos en administración de justicia, en los cuales se ubica 

los gastos propios de las actividades Judiciales y de cumpl i­

miento de sentencias; 6- Gastos de Defensa y Seguridad inter­

na, o sea, las erogaciones realizadas para actividades de la 

fuerza armada y de seguridad Interna a cargo de los cuerpos 

de policía y finalmente, 7- Los gastos en Inves'[igación gene­

ral y servicios científicos, en los cuales únicamente caben 

las investigaciones de cualquier género para utilizarse por­

varios órganos públ icos y privados en benefIcio de la comuni­

dad. 

Los gastos en servicios sociales y comunales, por su pa~ 

te, son aquellos que tienen por función proporcionar los ele-
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mentos básicos para real izar la vida en sociedad; es el caso 

de los gastos en. educación y cultura, salud púb1 ica, higiéne 

ambiental, Previsión y asistencIa social, trabajo, vivienda y 

urbanización y otros servicios sociales y comunales. 

Los gastos en servIcios económICOS, son aquellos cuya -

función es incrementar la pnoduct i vidad de la economía, den­

tro de esta clase de gastos en servicios económICOS, se inc1u 

yen en nuestro país. los gastos en actividades agropecuarias, 

en recursos naturales renovables, rIego, energía, minería, in 

dustria y comercio, transporte y almacenaje, comunicaciones y 

otros servicios económicos. 

Finalmente, en el grupo de gastos para servicIos finan­

cieros se incluye aquellos egresos cuya función es cubrIr el 

servIcio de la deuda pública de ahí que entre ellos se compre!:!.. 

da ~yresos por concepto de amortización o rescate y pago de -

intereses de la deuda pública interna y externa . 

Clasificación Sectorial del Gasto Público. 

Explica Martner que la clasificación sectorIal del gasto 

público t:iene por objeto dar una idea de la magnItud del gas­

to públIco según los distintos sectores de la economía y mos­

trar la magnItud de la particIpación del sector público en c~ 

da una de los dIstIntos sectores a fin de establecer relacio­

nes de Interdependencia del sector púb1 ico y privado. 

Martner se refiere a esta clasificación señalando que -

"así como el objetivo de la clasIficación funcional es identl 
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flcar las grandes áreas de actividad del Estado y fijar l~s -

propósitos tenidos en VISTa para cada una de ellas, la clasl 

ficación sectorial procura mostrar las áreas de actividad no 

ya señalando los propósitos -mejorar ló salud, eliminar el al 

fabeTismo, mant:ener el orden públiCO, administrar justicia, 

erc., SI~O los objetivos concretos de la acción dentro de un 

área de actlvldód. Por ejemplo, dentro de la salud atender a 

5 millones de habitantes, dentro de la educación, e~tender la 

er>señanza a tres millones de niños, etc., esta clasifIcación 

tiene por objetivo dar una idea de la magnitud del gasto pab1 

ca c, e 9 Ú n los d 1St i n t o s s e c t o r e s del a e con o m í é Y a 1 m i s mo 

tlC:.mpo eVlCh:nclar 31 nivel de los distinTOS programas Que se 

enCL2drón ~n eaOé uno oe los sectores. los Obl~-'VO~ -islcos 

Ú I le L <' S o L e s e p re ten o e él 1 can zar e ro c él d a un ü d e E: 1 1 Cl s lila -

loe? -dice Martrer es Que tanto en lo: pléll)PC, cerno en el pr~ 

s U 1-' U e ~ r o s e u t I 1 I e e un éo> e 1 a s I f ¡ca ció n un I f o r;ne oue oe:.termlne 

2r~as de nctlvidad homo9é~eas Por e J e rr, p lo! a u e b a J o e 1 t í t: U -

lo " eO .Jcdclón l' , en el plan se incluya las mismas accIones que 

f i guran béJO tal nombre en el presupuesto y Que en ambos docu 

mentos se les clasifIque en forma unlforme" 

A h o r a b ¡en, 1 a c ) a s i f I ca ció n s e c t o rió 1 del 9 a s t o s de a c u e r 

do d 1 I n s t r u e t I V o t~ G. 4 O 8 c o m p re n del o s S I _~ U len t e s s e c t o .. e s . 

o Desarrollo de los Recursos Naturale~ 

01 EstudIoS e InvestIgaciones Generales 
02 Recursos Minerales 
03 Recursos Nótura1es Renovables 
04 Recursos HidrológIcos 



Desarrollo Social 

11 Educación 
12 Salud 
13 Asistencia Social 
14 Trabajo y Previsión Social 
15 Vivienda 

2 Desarrollo de la Infraestructura 

21 Transporte y Almacenaje 
22 Comunicaciones y Correos 
23 Energía 
24 Acueductos y Alcantarillados 
25 Desarrollo Urbano y Comunal 

3- Desarrollo de la Producción 
31 Agropecuario 

4 

32 Industria y Comercio 
33 Turl smo 
34 Minería 
35 Servicios 

Servicios Económicos y 
41 SerVicios Económicos 
42 Servicios Fiscales 
43 Servicios Bancarios 

Financieros 

44 Servicios de 1 a Deuda Pública 

5 Administración y Servicios Generales 
51 Administración General 
52 Pode res Púb 1 i cos 
53 Relaciones Exteriores 
54 Gobernación, Pol icía y Justicia 
55 Defensa Nacional 

Clasificación de los Gastos según su Objeto. 
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La final idad de esta clasificación, según Martner es Ili_ 

dentificar las cosas que el gobierno comprall.;~ Su importancia 

radica precisamente en hacer posible la fiscalización y con-

trol de los gastos, pues permite establecer si los fondos se 

gastan efectivamente en los objetos a que se destinan. 

* Martner, Gonzalo, Ob. Cit., Pág. 397 
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El Manuel de Claslflcaci6n de Egresos, ** seAala como a 

grupaciones prIncipales ' 1- ServIcios Personales, 2- Servicios 

No Personales; 3- Materiales y SumInistros; 4- MaquinarIa y -

equipo; 5- Inmuebles y Equipo existentes; 6- ConstruccIones, 

adicIones y mejoras por contrato; 7- Transferencias Corrien-

tes; 8- Transferencias de Capital, 9- Desembolsos financieros; 

y 10- Asignaciones globales. 

Los servicios personales podemos decir que son aquellos 

lIejecutados por una persona natural puesta al servicIo de u-

na unidad de Organizaci6n, ya sea funcionario o empleado re-

gular del Gobierno o contrato en forma verbal o escrita para 

llevar a cabo un trabajo determinado. Incluye los salarIos -

por 1 icencias, las dietas pagadas a miembros de juntas de or-

ganlsmos colegiados, sobresueldos, viáticos, los servicios con 

tractuales profesionales y técnicos y toda otra remuneraci6n 

en efectivo tanto en los programas de funcionamiento como en 

los de Inversi6n ll
• 

Los Servicios no personales el Manual seAa1a que agrupa 

una se r i e de egresos clasificados según su naturaleza, p~ 

ra obtencl6n de servicios que no provengan directa exclusiva 

mente de la aptitud o trabajo del indivIduo. Comprende los 

pagos hechos a personas físicas o instituciones públicas o 

privadas en compensaci6n por la prestacl6n de servicios de 

carácter no personal o el uso de bienes muebles o i nmue-

b 1 e s 11 a s í como 11 p a g o s por s e r v i c i o s b á sic o s carreo, teléfo 

no, telégrafo, energía eléctrica, 
~~ Direcci6n de Contabilidad Central 

de Egresos, 1966. 

agua), servicios de p~ 
Manual de C1asificaci6n 
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b1 icidad y encuadernaciones, arrendamiento de maquinaria y ~ 

quipo, arrendamiento de 'inmuebles, mantenimiento y reparación 

de maquinaria y equipo, mantenimiento y reparación de obras, 

servicios fInancieros y servicios no personales varios ll
• 

En materIales y suministros, por su parte, se incluyen -

a Ilegresos clasificados según su objeto específIco, para la -

obtención de materiales y todos 105 bienes que se consumen en 

las actividades gubernamentales y que ordinariamente son de -

vida corta y poco valor, y que pierden su identidad en el pr~ 

ceso del USOIl; por 10 tanto entre ellos se comprende. Alimen­

tos, Minerales, Textiles y Vestuarios, Productos de papel, car 

tón e impresos, Productos de Cuero y Caucho, productos Quími­

cos y conexos, Productos metálicos, Artículos de Oficina, Ar­

tículos de 1 impleza, etc. 11 

En maquinaria y EquIpo se11incluye toda clase de equipo -

utilizado en las distintas unidades del Goblerno ll . Por 10 tan 

to se comprende, maquinaria, equipos de oficina, aparatos e­

léctricos de servicio, muebles, equipo médico-quirúrgico, equl 

po de investigación, maquinaria y equipo de producción, maqui 

naria y equIpo de servicios básicos, equipos de transporte, -

tracción y elevación, repuestos principales de maquinaria y e 

qUIpO, etc. 

En construcciones, adIciones y mejoras por contrato, por 

su parte, se Ilagrupa una serie de egresos clasificados de a­

cuerdo con su objeto, para financiar nuevas construcciones -

por contrato, tales como. construcción de edificios, de vías 
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de comunicación y lugares de recreo, de obras hidráulicas y -

sanitarias, instalaciones y supervisión de construcciones e -

instalaciones. También incluye adiciones y mejoras que una vez 

efectuadas prolonguen la duración normal o aumenten el valor 

de las mismas y siempre que se real icen por contrato". 

Las transferencias corrientes se Ilhncluye los egresos a 

favor de personas, entidades privadas y organismos oficiales 

autónomos; estas transacciones no suponen una contra ~'esta­

ción de Servicios o Bienes, permitiendo su clasificación el 

destino de las transferencias, ya sea al sector Privado, al 

Sector Públ ico o al Sector Externo ll aquí se agrupan pensiones, 

becas, las compensaciones e indemnizaciones a que tienen dere 

cho todos los funcionarios y empleados; subsidios a entidades 

culturales, subvenciones a instituciones que han sido favore­

cidas por el Gobierno Central para el financiamiento de sus -

programas, y en las actividades a ellas encomendadas, etc. 

Las transferencias de capital se Ilagrupan egresos que re 

presentan los traspasos que hace el Gobierno Central a Entida 

des Privadas y Organismos Oficiales Autónomos, destinados con 

fines de inversión y que tiende a la formación de bienes de -

capital, tales como· construcción de vivienda, edificios, etc. 

y las destinadas a financiar actividades crediticias ll . 

Los desembolsos financieros Ilincluye todas las erogacio­

nes hechas pa ra 1 a amo rt i zac i ón de 1 a Deuda Púb 1 i ca, pa ra 1 a­

adquisición de valores y el financiamiento de préstamos ya sea 

al sector público, privado o en el exterior y otra clase de de 
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sembolsos financieros ll
• 

Finalmente el grupo de gastos específico "asIgnaciones 

globales, se refiere a operaciones especiales como los gastos 

del ramo de Defensa, provisión para refuerzo a otras clases -

generales, etc. 

Clasificación por Programas o Actividades. 

Martner al referirse a esta clasificación señala que "ti~ 

ne por finalidad permitir la identificación del conjunto de -

resultados a obtener dentro de cada sector de actividad del 

gobierno, clasificados por separado". Su objeto, -agrega- lI es 

vincular los gastos con los resultados, expresados en unidades 

físicas que se espera lograr". Para ello indica que las accio 

nes del Estado es necesario agruparlas en programas, subprogr~ 

mas, actividades y proyecLos y éstos definirlos en función de 

la estructura administrativa del Estado y de sus respecLivas -

atribuciones y fines. 

La importancia de la clasificación se deduce, a juicio de 

Martner, en primer lugar, porque permite crear organicamente­

las "unidades presupuestarias ll a las cuales se aSIgnan los re 

cursos correspondIentes, en función de las cosas que el Gobier 

no hará, en segundo lugar porque los programas, subprogramas, 

actividades y proyectos pasan a ser unidades de control y co~ 

tabilidad del gasto público, en tercer lugar porque se logra­

la cuantIficación de las meLas programadas y de los costos -

correspondientes y en cuarto lugar porque sirve como pauta p~ 
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ra fijar la estructura de los planes de corto, mediano y lar-

go plazo del sector púb1 icoJ 

Nuestra Ley Organica de Presupuesto acepta esta clasifi­

cación y en su artículo 14 define 10 que son programas y sub­

programas diciendo 10 siguiente: "Para los efectos presupues­

tarios se entenderá por "Programas" las distintas unidades de 

presupuestación a través de las cuales se cumplen las funcio­

nes del Estado. En ellos se establecen las meLas u objetivos 

a cumplirse en el campo de cada una de dichas funciones inte­

gradas y/o de obras específicas coordinadas, con el empleo de 

los recursos humanos, materiales y financieros asignados, a un 

costo global y unitario determinado y cuya ejecución está a -

cargo de una unidad administrativa responsable. Para 105 mIs­

mos efectos se enLenderá por "Subprograma" una división espe­

cífica que se opera en los casos de programas complejos, des­

tinada a facilitar la ejecución en un campo concreto de traba 

jo y que se constituye en unidad parcial de presupuestación -

en la que también se fijan metas a cump1 irse medIante acciones 

concretas y/u obras específicas por intermedio de unidades ad 

ministrativas responsables de su ejecución con recursos huma­

nos, maLeriales y financieros específicamente asignados y a -

un costo global y unitario deLerminado. 

MarLner, por su parte, indica que liS e entiende por progr~ 

ma un instrumento destinado a cump1 ir las funciones del Esta­

do, por el cual se establecen objetivos o metas, cuantifica-

* Martner, Gonzalo, Ob. Cit., Pág. 49. 
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bles o no, que se cumplirán através de la integración de un -

conjunto de esfuerzos con recursos humanos, materiales y fi­

nancieros a él asignados, con un costo global determinado y -

cuya ejecución queda en principIo a cargo de una unidad admi­

nistrativa de alto nivel dentro del gobierno. Se denominará 

subprograma -agrega- una división de ciertos programas compl~ 

JOS destinados a facil itar la ejecución en un campo específi­

c o e n v i r tu d del c u a 1 s e f i jan me t a s par c ¡al e s q u e s e c u m p 1 i -

rán mediante acciones concretas que real izan determinadas uni 

dades de operación, con los recursos humanos, materiales y fi 

nancieros asignados, y con un determinado costo. 

FinalmenLe Martner nos da un concepto de lo que son las 

actividades y los proyectos diciendo que por actividad se en­

tiende una división más reducida de cada una de las acciones 

que se llevan a cabo para cumpl ir las meLas de su programa 0-

subprograma de operación, que consiste en la ejecución de cier 

t o s pro c e s o s o t r a b a j o s me d i a n te 1 a u t i 1 Iza ció n del o s re c u r­

sos, materiales y financieros asignados a la actividad con un 

costo determinado. 11 

Finalmente los proyectos dice que consisten en II un con­

jUnLO de obras real izadas dentro de un programa o subprograma 

de inversión para la formación de bienes de capital consLitui 

dos por la unidad productiva capaz de funcionar en forma inde 

pendiente, como es una carretera. un hospital, una central hi 

droe1éctrica ll
• 

Como puede verse las aCLividades se conciben para progr~ 
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mas o subprogramas de operación o funcionamIento, mientras -

que los proyectos se conciben para programas o subprogramas -

de inversión o capital. 

Ahora bien para efecto de clasificar el gasto público por 

programas o actividades se plantean sus categorías de progra­

mas que son: 

Código 

2 

3 

4 

5 

6 

Categorías 

Programas 

Programas 

Programas 

Programas 

Programas 

Programas 

de 

de 

de 

de 

de 

de 

de 

Programas 

FuncionamIento 

Transferencl as Corrientes 

Inversión 

Transferencias de Capital 

Deuda P úb 1 i ca 

Financiam;ento (Préstamos) 

Para saber a que se refiere cada categoría de Programas, 

encontramos el Instructivo número 407 de la Dirección General 

de Presupuesto el cual señala que a los "Programas de Funcio­

namiento, Pertenecen los programas llevados a cabo directamen 

te por las Unidades Primarias o Instituciones AULónomas para­

la prestación de servicios o producción de bienes de consumo-

a la comunidad"; a los '¡programas de Transferencias Corrientes, 

los programas a través de los cuales se "transfIeren fondos"a 

favor de personas o enLidades privadas; de instituciones den­

tro del mismo sector público; y de organismos o entidades in­

ternacionales. Estos programas se caracterizan porque el tras 

lado de fondos se destina para gastos de operación o consumo­

de las instituciones o personas, además no debe haber contra-
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partida por parte de las instituciones o personas que los re-

ciben"; a los Programas de Inversión, "los programas ejecuta-

dos directamente por las Unidades Primarias o Instituciones -

Autónomas para la formación de capital físico de la economía, 

como las construcciones, o la inversión del Estado en valores, 

participaciones en empresas o en compra de bienes existentes", 

a los Programas de Transferencia de Capital, "los programas -

cuyo objetivo sea transferrir fondos a otra entidad u organi~ 

mo dentro del propio sector públ ico o al sector privado para 

la formación de capital físico de la economía o para inversión 

financiera", a los Programas de Deuda Públ ica, "Los programas 

para la amortización del capital de la deuda adquirida por el 

gobierno o sus entidades autónomas, el pago de intereses de -

la misma y todos los gastos que su servicio ocasiones", y fi-

na 1 me n te, a los Pro g r a m a s de Fin a n c i a m i en t o, "t o d o s a q u e 1 los-

programas de las instituciones financieras o no financieras -

cuyo objeto sea el de conceder préstamos o créditos a personas, 

entidades o empresas del sector privado o a entidades del pr~ 

pio sector públ ico. Debe aclararse que a estos programas úni-

camente correspondenlos egresos para la concesión de los pré~ 

tamos sin incluir los gastos que ocasione su administración. 

BIBLIOTECA CENTIXAL 
"NIVERII/DAD DE EL SAI.VAOaa 



IX. OPERACIONES DE EJECUCIÓN DEL 

GASTO PÚBLICO. 

Hablar de las operaciones de ejecución de los gastos pú­

bl icos es referirse a las diversas etapas que es necesario -

que se den para que efectivamente se tenga por real izado. 

Su fundamento es -según Duverger- impedir cualquier mal­

versación de los Fondos públ icos*. 

Este es un tema que forma parte de 10 que se llama ejec~ 

ción del Presupuesto fiscal; en consecuencia el punto de par­

tida del mismo se encuentra en la entrada en vigencia del pr~ 

supuesto fiscal para un año determinado. 

En efecto, una vez puesto en vigencia el presupuesto, para 

ejecutarlo en términos de los gastos, se producen las siguie~ 

tes etapas: 

1- La DisposIción. 

2- El Compromiso. 

3- La Liquidación. 

4- El Ordenamiento. 

5- El Pago EfecLivo. 

Veamos a continuación. en que consiste cada una. 

La Disposición. 

Esta etapa está representada por la orden de disposición 

que se emite en favor de los organismos correspondIentes a -

* Duverger, Ob. Cit. Pág. 261. 
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de que dispongan de los fondos aprobados en el presupuesto. 

Se conoce en nuestro medía como etapa de la fijación de 

cuotas, lo cual se hace a petición de las unidades correspon­

dientes por la Dirección General de Presupuesto. 

De conformidad al Art. 48 de la ~ey Orgánica de Presupue~ 

to tIene por objeto II que las asignaciones se gasten con orden 

y economíally, procurando que los gastos en cuanto sea posible 

r e s pon dan II al r i t mo del a s re n t a s y a 1 a s n e c e s ida d e s d e s e r­

vicio ll . Por ello, el artículo 50 del mismo cuerpo de leyes e~ 

tablece quellninguna unidad del gobierno podrá hacer imputaci~ 

nes con cargo a asignación alguna, sino hasta que sol icite cuo 

tas a la dirección general del presupuesto y hayan sido autorl 

zadas por la misma Dirección ll . Para ese efecto se dispone que 

Ilel ejercicio fiscal se divida en períodos trimestrales de cu~ 

tas ll y que pueden produci rse reformas o reducciones de ell as­

en los casos que lila Dirección General de Presupuesto consid~ 

re que los ingresos han de ser menores que los estimados o cua~ 

do el superavit financiero inicial haya resultado menor que el 

previsto ll . 

El efecto de esta fase es el control financiero pues ade 

más que 1 imita la disponibil idad de los recursos mientras no­

se han autorIzado resulta que también la cuota mIsma es una 

mitación ya que, la Dirección General de Contabilidad Central, 

órgano dependIente del Ministerio de Hacienda, controla las -

cuotas al grado tal que sobre ellas lleva información para e­

fecto de no sobrepasar con los compromisos. 
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El Compromiso. 

El Compromiso, dice Duverger, "es la consecuencia de una 

decisión tomada por una autoridad administrativa de hacer una 

operación que acarrea un gasto para el Estado", por 10 tanto 

consiste en tomar una decisión de hacer un gasto. 

Héctor B. Vil legas, señala que "el acto por el cual se a 

fecta el gasto al crédito pertinente autorizado por el presu-

puesto"* lo cual también indica que no es un gasto, sino el 

acto que 10 causa; tal sería por ejemplo, decidir hacer un p~ 

dido de papelería, hacer el nombramiento de un funcionario, ad 

judiciar en una 1 icitación la construcción de una obra, etc. 

Todos esos gastos como puede observarse crean obl igacio-

nes que dan lugar a un gasto público, por ello es que autores 

como Rodríguez Bereijo señala que compromiso "es el acto me-

diante el cual se crea o contrae una obl igación que da razón a 

un gasto públ ico comprometiendo las cantidades necesarias para 

cub ri rl a". ~'r* 

Ahora bien el efecto del compromiso es por su parte que 

inmoviliza el importe respectivo a fin de que no pueda u1:ili-

zarse sino para cubrir la obligación que se contrae. 

A esta etapa se refieren varios instrumentos legales, 

así la Ley de Contabil idad Central, en su Artículo 4 dice que 

"todo expediente o documento que autorice un compromIso de -

gasto, o un desembolso contra el tesoro público, se errviará -

* 
-;'-* 

Villegas, Héctor B., Ob. Cit. Pág. 387 
Rodríguez Bereijo, Alvaro, El Presupuesto 
torial Tecnos, Madrid, 1970, Pág. 40. 

del Estado, Edi-
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preViamente a la Dirección de Contabilidad Central a fin de-

que ésta registre el compromiso o el gasto y haga constar en 

su contabil idad, que hay saldo suficiente no comprometido en-

la asignación o partida presupuestaria correspondiente". 

La Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la República en 

el Art. 138 dejó vigente la Ley de Auditoría, la cual, en su-

Art. 21, dice que el Ejecutivo no podrá contraer obligación al 

guna que implique erogación de fondos públicos, si al tiempo-

de su contratación no existe un crédito legalmente autorizado. 

La Ley de Suministros llama a esta fase Reserva de Crédi 

to y la define como el cargo provisional que se hace en la -

cuenta de la respectiva partida de presupuesto del costo esti-

mado de un suministro.* 

De acuerdo a estas disposiciones para que se pueda con-

traer un compromiso es necesario en primer lugar un credito -

Presupuestario o una asignación para determinado objeto y en-

segundo lugar un acto de autoridad competente afectando el 

crédito pertinente. 

La Liquidación. 

La 1 iquidación -dice Duberger- " cons iste en determinar el 

importe del gasto una vez comprometido".*~·: 

Lo anLerior es así porque el compromiso se hace sobre la 

base de un cálculo aproximado del valor del suministro o ser-

vicio y en consecuencia es necesario fijar la cuantía cierta-

del gasto. 
* Art. 1, Inc. 10, Ley de Suministros. 
-/d: Duverger, M., Ob. Cit, Pág. 263 
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El fundamento de esta fase es comprobar 1 a deuda del Es-

tado y fijar su cuantía exacta en dinero por lo que supone de 

un lado el control de la validez de la reserva de crédito y -

por otro la apreciación del gasto realizado. Para ello, dice 

Rodríguez Bereijo debe tenerse a la vista "documentos acredi-

tados, hechos, títulos de crédito " .* 

Desde luego, en la práctica hay muchos gastos cuyo impo~ 

te exacto existe en el momento del compromiso; pero asimismo 

hay muchos otros cuya cuantía exacta en dinero no puede ser -

determinada en el momento del compromiso y "sol o puede deter-

minarse con posterioridad a esa operación, una vez cumpl idas 

las prestaciones o real izados los servicios".:;'::i-

La regulación legal sobre esta materia la encontramos -

también en diversos cuerpos de leyes. En efecto, la verifica-

ción y registro de estas clases de gastos corresponde a la Di 

rección de Contabilidad Central, así se desprende del Art. 4 

literal a) de la Ley de Contabilidad Central y del Manual de-

Organización de dicho organismos.*** 

La Ley Orgánica de la Corte de Cuentas, en su Art. 31, -

por su parte dice, que "todo acto cualquiera que sea la forma 

en que se manifieste, que afecte el patrimonio del Estado, ya 

como compromiso, obl igación, pago o abono, deberá ser someti-

do a la Corte de Cuentas junto con los documentos que lo jus-

tiflquen y antes de que pueda tener efecto alguno, para que -
i- Rodríguez Bereijo, A., Ob. Cit., Pág. 214 
-'-* Giuliani Fonrouge; Ob. Cit.; Pág. 230 
'1.** Dirección de Contabil idad Central, Manual de Organización, 

Edición Mimiografiada, 1974, Pág. 29 y 38. 
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lo examine, apruebe y registre " . 

De 10 anterior resulta que en la liquidación además de -

que interviene la DI rección de Contabil idad Central, lo hace 

la Corte de Cuentas de la República. Para este efecto, la Cor 

te recIbe certificaciones de haberse hecho las"imputaclones -

necesarias en las cuentas respectivas, en relación con los -

compromisos y gastos a efectuarse". Estas Certificaciones -di 

ce el Art. 6 de la Ley citada- tendrán fuerza legal y la Corte 

de CuenLas de la Repúbl ica las tomará como comprobación defini 

tiva de los hechos certificados". 

Otra Ley que se refiere a esta fase es la Orgánica del 

Presupuesto la cual habla de compromisos pendientes y en el 

Art. SI¡ literal d) inciso segundo dice"Todos los compromisos 

de fondos, que no provengan de contrato formal y se encuentren 

pendientes de 1 iquidación, serán cancelados definitivamente a 

más tardar, dentro de un período de dos años, contados de la­

fecha en que se constituyó la reserva en la as i gnación o cuota, 

y los saldos resulLantes se considerán como recursos corrien­

tes del respectivo fondo. Asimismo se considerarán como recur­

sos corrientes del fondo a que corresponda, los compromisos -

pendientes que provengan de contratos, los cuales serán cance­

lados, a mas tardar dentro de un año, después de su 1 iquidación. 

Al fín de cada semestre, por 10 menos, todos los compromisos de 

fondos que esten aún pendientes de liquidación, provenientes -

de ejercicios anteriores, serán objeto de una minuciosa revi­

sión y se harán los ajustes necesarios en los registros de Con 
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tabllldad, de acuerdo con las disposiciones de este artículo " . 

La Importancia que tiene esta disposición para la fase-

de iquidación es que SI habiendo un compromiso el gasto no -

se liquida, como consecuencia vendrá la cancelación o sea el 

acto de anular o hacer ineficaz la inmobilización del importe 

respectivo, pr~ducida por el compromiso del gasto. 

El Ordenamiento. 

El ordenamiento es la orden de pagar dada por una autorl 

dad administrativa. Materialmente consiste en que una vez co~ 

prometido y liquidado un gasto, se emite un documento por el 

cual el funcionario legalmente autorizado ordena a la Direc­

ción General de Tesorería hacer efectivas las erogaciones com 

prometidas y 1 iquidadas. 

En nuestro ordenamiento Jurídico a ese documento que se 

genera en esta fase se le llama "orden de pago o mandamien'to 

de pago, el cual el Artículo 2, inciso Veinte de la Ley de T~ 

sorería lo define como "el documento legal mediante el cual 

se ordena a un pagador, pagar una suma a determinada persona, 

de los dineros públicos, al cuidado de dicho pagador ll
• 

Dicha orden de pago puede ser: Mandamiento de anticipo o 

M a n d a m i en t o de p a g o de fin i t i vo. E 1 p rime ro, 1I t i e n e por o b Jet o 

la transferencia de fondos a un pagador subsidiario ya sea de 

carrera o habilitado, para que éste efectúe pagos de dineros 

públ icos, rindiendo cuenta en su oportunidad de su inversión"; 

en cambio los definitivos con aquellos "1 ibrados a favor de -

los a c r e e do r e s del E s t a do como con s e c u e n c i a d e u n a o b 1 i 9 a ció n 
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preestablecida, con arreglo a las leyes".~'; 

De acuerdo a nuestra legislación los mandamientos de an-

ticipo pueden ser emitIdos por lIa) Los funcionarios que el Re 

glamento Interno de la Asamblea LegIslativa determine, para -

los gastos del Poder Legislativo; b) El Presidente del Poder -

Judicial, ~ara los de este poder, c) Los funcionarios o emp1e~ 

dos que designen el Presidente de la República, para los gas-

tos de la misma Presidencia; d) El ministro' correspondiente, 

cuando se trate de otros gastos del Poder Ejecutivo; e) El 

Presidente de la Corte de Cuentas de la República para los de 

esta Institución; f) (suprimido); g) El Fiscal General de la -

República para los gastos de la Fiscalía General de la Repúb1.i.. 

ca y el Procurador General de Pobres para los gasl:os de la -

Procuraduría General de Pobres".~~'';- Por su parte son funciona-

rios autorIzados para expedir Mandamientos definitivos de pa-

gas: "a) Los funcionarios que indica el Art. anterior, para -

los gastos variables de sus respectivos Poderes, Ramos o Ins-

tituclones. No obstante, los Ministros de los distintos ramos 

de la Administración Pública, por medio de Acuerdo Ejecutivo, 

pueden delegar tal autorización en un funcionario de la propia 

Secretaría de Estado, cuando se trate de gastos de la misma Se 

cretaría y en los respectIvos jefes de unidades secundarias -

de Organización, cuando los mandamientos de pago cubran gastos 

relacionados con el desarrollo de los programas a cargo de ca 

da Unidad Secundarla. En todo caso, los funcionarios delegados, 

,'; Ley de Tesorería, Art. 20., Inc. 21 y 22 
h'- Art. 80 de Ley de Teso re ría. ---------__ ==,,. 

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVEJUlIDAD DE EL IIlALVADCtP 
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quedarán sujetos a la fiscalización administrativa del Titu­

lar del Ramo y asumirán además, todas las responsabilidades­

legales ll ; IIb) Los Jefes de las Oficinas donde haya pagador suE. 

sidiario, para los sueldos y demás gastos fijos cuyo pago se­

confíe a dicho pagador; c) Los funcionarios o empleados que -

designe el\Ministerio de Hacienda, por acuerdo publ icado en el 

Diario Oficial y a propuesta de la Corte de Cuentas de la Re­

pública, para en donde no haya pagador subsidiario; d) los -

respectivos colectores, para los honorarios de los patentados 

para la venta de especies fiscales, y para cualesquiera otros 

similares que tengan su base sobre el ingreso de una renta ll
• 

Ahora bien, de acuerdo al Art. 85 de la Ley de Tesorería 

litado mandamiento de pago deberá ser por la cantidad determi­

nada y cierta, pagadera en condiciones de lugar y tiempo per­

fectamente definidas, y extendido a favor de personas que te~ 

ga eXistencia jurídica y capacidad de adquirir. Deberá expre­

sar, además de otros datos que juzgue necesario .... los sjguie~ 

tes: a) fecha, b) nombre del favorecido, c) cantidad a pagar; 

d) cargo al presupuesto, Indicando el título, el capítulo, el 

Artículo y la Partida correspondiente del mismo, e) la ofici-

na pagadora; y f) una breve expl icación del gasto que se tra-

te de pagar ll . 

Finalmente en 10 que se refiere a contra quienes deben -

ser eX1:endidos los Mandamientos de anticipo y de pago, .debemos 

s,eñalar que de conformidad al Art. 84 de la Ley de Tesorería, 

los primeros deben ser siempre extendidos contra el Pagador -
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General y a favor de un pagador subsidiario en legal posesión 

de su cargo y los segundos Il en todo caso, contra un pagador -

subsidlario" y a favor de los acrredores del Estado. 

El Pago 

Consiste en la entrega del dinero al acreedor del Estado 

conJel objeto de 1 iberarse de su deuda. 

La Ley de Tesorería define esta operación diciendo que -

consiste en entregar material o virtualmente un valor por el­

Tesoro a un funcionario o a un particuLar 

Sin embargo la doctrina agrega que no es solo entrega m~ 

terial del dinero ya que el pagador lIno es un ejecutor ciego 

de la orden de pago, sino un contra]or de la "regularldad Juri. 

dica" del libramiento, que compromete su responsabilldad". 

Esto tiene asidero legal en el Art. 91 de la Ley de Teso 

rería el cual dice que "será obl igaclón de todo pagador, cer­

ciorarse antes de verificar el pago, de que el mandamiento de 

pago sea completo y perfecto, es decir, de que contenga todos 

los datos y certificaciones que manda la Ley; de que ha sido­

autorizado e intervenido por los funcionarios que tienen deber 

de hacerlo, de que no tiene errores materiales, en fin, de que 

contenga todos los requisitos de forma. Deberá cerciorarse es­

pecialmente de que mencione el crédito presupuesto a donde el­

pago se ha de apl icar, a donde se encuentre autorizado, y de -

que se hacen las deducciones de ley. Además deberá cerciorarse 

de la identidad y capacidad de la persona que haya de recibir­

el pago". 
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Fin a 1 me n te de b e mo s s e ñ a 1 a r q u e, d e a c u e r d o a 1 A r t. 9 O Y 

93 de la Ley de Tesorería, todo pago del Gobierno deberá ser­

e fe c t u a do por el P a g a do r Gen e r al, ya s e a pe r s o na 1 me n te, ya por 

medIo de pagadores subsidiarios, ya por medio de agentes pag~ 

dores cuando se trate de pagos de servicio de la deuda exter­

na·· y ··por cheque de pago contra la cuenta bancaria del respe~ 

tivo pagador, abierta de conformidad con la presente ley, ex­

ceptuándose, los casos en que la suma a pagar sea menor de ci~ 

cuenta colones y el caso de jornales de los trabajadores de o 

bras publicas. 

Dichos cheques, de conformidad al Art. 94 de la Ley de -

Tesorería deben emitirse, por regla general, a favor del titu 

lar del Mandamiento en virtud del cual se haga el pago, o de­

su apoderado o representante legal, pero puede emitirse a fa­

vor de otra persona siempre que ésta presente una autorización 

del titular del Mandamiento para que así se proceda. Dicha au 

torización se deja agregada a los comprobantes de caja respe~ 

tivos. 



X, CONTROL SOBRE EL GASTO PÚBLICO, 

'L a c u e s t ión re f e re n t e a 1 g a s t o P Ú b 1 i con o ter m i n a con -

las operaciones de ejecución del mismo pues es necesario que 
\ 

sobre algunas de dichas operaCIones, antes, en el momento y -

después de ellas se establezca su veracidad, su manejo adecua 

do, su regularIdad. Esto no es posible sino mediante sistemas 

de control con procedimientos rigurosos e Instituciones inde 

pendientes. De ahí que en el control del gasto intervengan -

las legislaturas, la rama Jurisdiccional y la misma administra 

ción. Se cree que de la combinación de las diversas formas de 

control se obtiene la mejor garantía respecto al gasto. 

Objeto del Control sobre el Gasto. 

El objeto del control sobre el gasto es responsabi 1 izar-

a los ordenadores, liquidadores y pagadores de los gastos que 

realicen, cuando carecen de regularidad y del manejo adecuado. 

Para lograr dicha responsabilización dice Alejandro Ramírez -

Cardona lino solamente ha de controlarse al funcionario respeE,. 

tivo, sino también a las operaciones que ejecuta. 

En este sentido es importante señalar hasta donde puede-

Ir el control del gasto publ ico; y, al respecto podemos deci r 

que el control sobre el gasto 10 que trata es de lograr que -

las operaciones se real icen dentro de los mandatos y autoriza-

ciones consignados en el presupuesto aprobado por la legislat~ 
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ra y de acuerdo con las normas generales sobre ejecución del 

gasto públ ico y los procedimientos establecidos para ordenar, 

1 iquidar y pagar los gastos. Por lo tanto, el control que nos 

ocupa no trata de entorpecer las '.jJeraciones de ejecución del 

gasto, señalar la oportunidad y conveniencia de las respecti­

vas ,operaciones, pues un control que pudiese cal ificar estos 

aspectos, haría ineficaz la ejecución del gasto y crearía gra!:!,. 

des y graves fricciones entre el funcionario ejecutor y el con 

tralor. 

A 1 e o n t r a 1 o r - d ice e 1 a u t o r c ita d o a n ter I o r me n t e - 11 S o 1 a­

mente le incumbe establecer si el gasto está previsto en el 

Presupuesto y no extral imita las aproximaciones autorizadas,~ 

demás de los requisitos teórico-legales para realizar las res 

pectivas operaciones". "A 10 sumo-agrega- el contralor puede 

sugerir la medida Financiera más conveniente u oportuna, pe­

ro no por ello negar el acto de ejecución del gasto ll
• Por lo 

tanto si el motivo para no refrendar una orden de pago o un 

compromiso de gasto es la Inconveniencia y la no oportunidad, 

el funcionario ejecutor no queda atado, puede Insistl r en ej~ 

cutarlo y como consecuencia el contralor puede refrendar o vi 

sar el acto, sin que de él emane responsabilidad alguna. Por 

su parte cuando el contralor no refrenda una orden de pago -

porque el gasto no esta previsto en el Presupuesto o es en ex 

ceso de lo autorizado y el ordenador insiste, el acto se eje­

cuta baJo la responsabilidad de éste, a quien aquel hace las 

glosas correspondientes. 
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El Artículo 60 de la Ley Orgánica de Presupuestos señala 

precisamente que lIla intervención Preventiva de los gastos -

por la Corte de Cuentas de la República ... consistirá en vigi 

lar porque el gasto este autorizado en forma legal y correcta 

mente apl icado a una asignación con saldo suficiente y que e~ 

té debidament? documentado ll • La Ley Orgánica de la Corte de -

Cuentas por su parte señala, en su Art. 34 y siguientes que -

ningún mandamiento de pago será de legítimo abono para los -

respectivos pagadores, si no lleva el visado del Presidente de 

la Corte o de un Interventor'l y que tales funcionarios " es ta-

r á n e s pe c i a 1 me n t e o b 1 i g a d o s a re c haz a r 1) Los mandamientos -

que se refieran a gastos que no persigan fines propios del Ser 

vicio interesado, o que no tiendan a satisfacer necesidades -

de administración Públ ica o de interés general, debiendo en­

tenderse que la existencia de una partida en el presupuesto -

para determinado gasto impl ica el reconocimiento de que llena 

fines de tal calidad, 2) Aquellos emitidos sin que haya partl 

da a donde apl icar correctamente el gasto, o respecto de los­

cuales, aún habiéndola, no exista saldo disponible, no compr~ 

metido, suficiente para cubrirlo, 3) Aquellos aplicados a una 

partida distinta de la que legalmente les está destinada; 4)­

Aquellos acerca de los cuales no constare en alguna forma sa­

tisfactoria para los encargados de la intervención, que los -

mandamientos se refieran, han sido debidamente suministrados, 

en conformidad con los actos que hayan dado origen a las res­

pectivas obligaciones; 5) Aquellos que se refieran a negocios 
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que no se hubieran ajustado a las normas legales, ya en su -

fondo, ya en su tramitación, 6) Aquellos que en cualquier for 

ma sean consecuencia de actos ilegales; y ]) Aquellos cuya li 

quidación sea inexacta o manifiestamente injusta. 

Finalmente el alcance dicho se refleja también en la Ley 

de T e s o re ría, ~u y o a r t í c u 1 o 9 1, yac ita do, d Ice 11 s e r á o b 1 i g a -

ción de todo pagador, cerciorarse antes de verificar el pago-

de que ha sido autorizado e intervenido por los funcionarios 

que tienen deber de hacerlo" y el Art. 92 -agrega- liLas fir-

mas puestas por las personas encargadas de emitir y refrendar 

los mandamientos de pago. harán suficiente fe para el p~ 

gador, de los hechos sobre que el pago se haya de fundar. Por 

consiguiente, no tocará al pagador determinar si efectivamen-

te tales hechos han ocurrido en la forma certificada; o si se 

han omitido requisitos de fondo en el trámite del gasto, o re 

quisitos de forma cuya falta no esté manifiesta en la propia 

orden". 

Formas de Control del Gasto Públ ico. 

Duverger señala que los controles se pueden clasificar -

de acuerdo a los siguientes Criterios: "1- Según el carácter 

de las personas controladas, se distingue entre el control e-

jercido sobre los administradores y el ejercido sobre los con 

tables,~ 2- Según la naturaleza de los hechos sUjetos a con-

* La separación entre administradores y contables significa 
que. 1- Las decisiones en materia de compromiso, liquida­
ción y ordenamiento son tomadas por las autoridades admini~ 
trativas de los diversos servicios públicos; 2- El pago no 
se real iza por éstas sino por un servicio especial izado; el 
servicio de Tesorería dependencia del Ministerio de Hacienda. 
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tro1 se distingue entre control de los ingresos y control de 

los gastos, 3- Según el momento del control, se distingue el 

control 11 a priori ll el control durante la ejecución y el con­

trol Ila posterlori ll , 4- Según la naturaleza de los organismos 

controladores, se distingue el control administrativo (ejerc~ 

do por los admihistradores) el control juridiccional (ejerci­

do por un tribunal) y el Control Político {ejercido por el Par 

lamento)I'. 

La verdad es que la más importante clasificación es la -

atiende el organo de donde proviene el control y según la cual 

hay control administrativo, jurisdiccional y político. 

Veamos a continuación cada uno de éstos controles. 

Control Administrativo. 

En tperminos generales podemos decir que control Adminis 

trativo es aquel que se ejerce por órganos dependientes o in­

dependientes de la administración, sobre las operaciones de -

ejecución del gasto. Si son dependientes el control es inter-

no u si son órganos independientes quienes lo realizan, es ex (,' 

te rno. 

Puede ser además según el tiempo que se real iza apriori 

o aposterlori. 

El Control Administrativo A priOri, previo o preventivo 

es aquel que se efectua antes de real izarse la operación del 

gasto públ ico. Es interno si es real izado por órganos superi~ 

res jerárquicos encargados de gestionar los correspondientes 

servicios u organos dependientes jerárquicamente del órgano -
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superIor y externo si provIene de un órgano independiente de 

los que ordenan el gasto. 

Consecuentemente con lo antes expuesto en nuestro país -

el control Administrativo a priori interno lo ejerce los órg~ 

nos superIores jerarquicos de la misma dependencia encargada 

de realizar las operaciones de ordenación del gasto u otra de 

pendencia del aparato administrativo como sería, en nuestro -

caso, la Dirección de Contabil idad Central y la Dirección Ge-

neral de Presupuestos, así como la Dirección General de Teso-

re ría. 

La primera de conformidad al Art. 4 de la Ley de Contabi 

idad Central, al hacer Iconstar en su contabilidad que hay -

• 
saldo sufIciente no comprometido, en la asignación o partida 

presupuesta correspondiente ll y la segunda, conforme al Art.1¡3 

de la Ley Orgánica de Presupuestos al Ilhacer observaciones so 

bre la Inversión de fondos públicos en bienes o servicios que 

a su juicio no se ajusten a los fines establecidos en el pro-

grama presupuestario a que correspondan o cuando no esté de a 

cuerdo con la cuantía, naturaleza o condiciones del gasto o -

compromiso en relación con dichos fines ll . Estas observaciones 

-de acuerdo a la segunda parte del Art. 43 L.O. de P.- deberan 

hacerse del conocimiento del Presidente de la República, del-

Ministro de Hacienda y del Jefe de la UnIdad primaria autori-

zada, para que conjuntamente resuelvan lo conveniente, ordenan 

do en su caso a la Dirección General del Presupuesto la aprob~ 

ción o desaprobación del gasto o compromlso Jl
• Precisamente es-
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te artículo es el que da la base legal para que se exija apr~ 

bación de la DireccIón General de Presupuesto para que la Pr~ 

veeduría General de la Repúbl ica pueda tramitar sol icitudes -

de mercaderías o servicios. En efecto, el Art. 8 de la Ley de 

SumInistros dice' "En PrIncipio, la Proveeduría será la encar 

gada de ~uminlstrar a las dependencias oficIales todas las -

mercaderías que éstas necesiten, pero en el Reglamento de esta 

ley podrá establecerse que ciertos sumInistros no sean atendi 

dos por dicha Proveeduría, por consIderarse que pueden serlo 

directamente por los Jefes de Depdencias con la misma economía 

y más oportunidad. 

Finalmente podemos decir que en nuestro país se ejerce -

control administrativo por parte de la Dirección General de Te 

sorería, pues ejerce el llamado por Duverger "Control eJerci­

do por los contables" sobre los administradores u ordenadores. 

En efecto, si por contables entendemos pagadores, como vimos -

en su oportunidad, de acuerdo al Art. 91, es obligación de to­

do pagador, cerciorarse antes de verIficar el pago, de que el 

mandamiento correspondiente sea completo y perfecto, es decir, 

de que contenga todos los datos y certificaciones que manda la 

ley; de que ha sido autorizado e intervenido por los funciona­

rios que tienen deber de hacerlo, de que no tiene errores ma­

teriales, en fín de que contengan todos los requisitos de for 

ma. "Deberá cerciorarse especialmente de que mencione el cré­

dito presupuesto a donde el pago se ha de apl icar, o donde se 

encuentre autorizado. y de la identidad y capacidad de la 
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persona que ha de recibir el pago ll
• Indudablemente en este ca 

so hay un acto de Control Administrativo a priori pues, el p~ 

gador comprueba la regularidad de la orden de pago. 

El Control administrativo Preventivo externo, por su pa~ 

te, es aquel que real iza un organIsmo independiente a la Adml 

nistración Públ ica. En nuestro caso, el control preventivo 10 

ejerce el Presidente de la Corte de Cuentas de la RepúblIca -

Ila) directamente; b) por medio de los Departamentos Adminis­

trativos que el respectivo reglamento indique; e) por medio -

de interventores designados por él entre el personal de su d~ 

pendencia, o entre el personal de otros organismos del Estado; 

e s t o ú 1 t i m o s ó loe u a n do 1 a L e y 1 o pe r m ita e x p r e s a me n te II . 

La importancia de este tipo de control es que garantiza 

un mayor grado de imparcial idad, al ser una fiscal ización me­

diante órganos separados de las dependencias del Poder Ejecu­

t i va. S u o b jet o, con fa r me a 1 A r t. 24 del a L e y O r g á n i cad e 1 a 

Corte de Cuentas de la República es "que los bienes sujetos a 

su vigi 1ancia y fiscal ización, sean manejados con estricto a­

pego a la ley y a los reglamentos e instrucciones emanadas de 

autoridad competente". . sin embargo, a efecto de evitar -

que dicha fiscal ización demore las actividades de la Adminis­

tración, la misma disposición agrega que "sera permitido al 

Presidente de la Corte ejercer una razonable discreción en el 

ejercicio de dIcha intervención preventiva". Haciendo uso de 

de la anterior facultad "el Presidente de la Corte puede pasar 

inadvertidas aquellas cuestiones de pura forma, que no afec-
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ten al fondo de los asuntos de que tiene que conocer y cuya ~ 

misión o modificación no reste autoridad a otros funcionarios 

ni afecte la final idad fundamental que tuvo la medida que es-

tatuyó el trámite o la forma que se dispense o modifique, pe-

ro en ningún caso podrá el Presidente dispensar un requisito 

establecido expresamente por disposiciones emanadas del Poder 

Le gis 1 a ti vo 11 ..... 

En cuanto al procedimiento para ejercer este control pr~ 

ventivo externo, el Art. 26, 27 Y 28 de la L.O. de la C. de -

Cuentas dicen que licuando un interventor notare que un acto -

es contrario a la ley, hará ver la supuesta ilegal idad a -

quien se 10 hubiere sometido y si éste insistiere en que el 

acto se tramite, el interventor elevará el asunto al Jefe del 

respectivo Departamento de la Corte. Si la ilegalidad no exis 

tiere, a juicio del Jefe del Departamento, podrá éste ordenar 

que se de curso al acto. En caso contrario, llevará el inci-

dente a conocimiento del Presidente. El Presidente, a su vez, 

podrá ordenar que se le de curso al acto, o recusarlo por me 

dio de nota motivada dirigida al funcionario de quien haya ~ 

manado. Si el expeditor fuere un Ministreo de Estado, podrá 

ceder ante la oposición de la Corte, o elevar el asunto al 

Consejo de Ministros, para los fines que después se expresan. 

Si el funcionario expedltor no fuere un Ministro de Estado, p~ 

drá ceder ante la oposición de la Corte, o elevar el asunto -
I 

al Ministro correspondiente, el cual podrá ordenar que el ac 

to se revoque o modifique, según el caso, o someterlo al Con-
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sejo de Ministros, para los efectos de Ley.1I 

IIEl Poder Ejecutivo en vista de las observaciones de la 

Corte y de las alegaciones que presenten los funcionarios in 

teresados en que el acto se ejecute, podrá ratificarlo total 

o parcialmente, siempre que lo considere legal, por medio de­

resolución razonada tomada en Consejo de Ministros. Tal reso­

lución una vez comunicada por escrito al Presidente de la Cor 

te, hará cesar la suspensión del acto y 10 obligará a darle -

el t ra to deb i dol l . 

liLas resoluciones emitidas de conformidad con el artículo 

anterior, deberán ser publ ¡cadas en el Diario Oficial. El Pre 

sidente de la Corte al rendir su informe anual al Poder Legi~ 

lativo le dará cuenta de los actos cursados en las condicio­

nes indicada y especialmente de aquellos en que no se haya cu~ 

pI ido el requisito de publ icación en un término prudencial. 

El control administrativo aposteriori es aquel que IIse e 

fectúadespués que han sido ejecutados los actos a que se re­

fiere y tiene por objeto verificar la conformidad de tales ac 

tos con la Ley, los Reglamentos e Instrucciones emanadas de -

autoridad competente, y si en la gestión ha habido honradez y 

la debida deiligencia ll .* Por 10 tanto, podemos decir que siem 

p re es exte rna. 

De acuerdo al Artículo 40 de la Ley de la Corte de Cuen-

tas lIla intervención a posteriori administrativa tiene por -

principal final idad depurar y completar las cuentas rendidas, 

* Artículo 39 de la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas.-
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antes de someterlas a la intervención jurisdiccional, y poner 

remedio inmediato a las irregularidades que se encuentren, se 

efectúa de manera más o menos continua ll
• 

Para los efectos de esta clase de control toda persona -

que tiene a su cargo la recaudación, cutodia, administración 

o erogación material de dineros públicos, está obligada aren 

dir cuenta de su gestión en el ejercicio de tales actividades, 

ante la Corte de Cuentas de la Repúbl ica!~. Especialmente estan 

obligados a rendir dichas cuentas: a) el Director general de 

Tesorería; b) el subdirector General de Tesorería en su caso; 

c) el Pagador General; d) el contador de la Dirección General 

de Tesorería; 3) los Colectores y Pagadores; y f) los Tesore-

ros Especiales o sea los de las Instituciones Oficiales Autó-

nomas o empresas estatales. Dichos funcionarios deben rendir 

cuenta diariamente o en los plazos que indica la ley especial 

o al menos cada diez días en el caso de oficinas situadas fue 

ra de la Repúbl ica. Para su envío la ley establece los siguie!!,. 

tes plazos: a) Para lé6 cuentas diarias, tres días; b) Para -

las cuentas decenales, quince días.** Se entiende que la fecha 

d e e n v í o e s 1 a del de p ó s i t o del m i s mo e n e 1 c o r r e o, pro b á n do -

se esto con el sello de la administración de correos respec-

tiva. 

Pues bien la intervención a posteriori de carácter admi-

nistrativo se ejerce sobre las operaciones informadas a la -

Corte o inspeccionando la contabilidad de la oficina, instit!,! 

* 
** 

Art. 41 Ley Organica de la Corte de Cuentas y 152 Ley de 
Tesorería. 
Arts. 155, 156? 157 Y 158 Ley de Tesorería. __ rT''PW''~ 

Ca.N"fRA.k 
BIBLlOTEC" l. §;.4L\ :::rr 

UNIVE.,( lO 11). " "r 
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ción o empresa de que se trate. ;'; Consiste en revisar los in-

formes o cuentas 10 mismo que sus justificativos o comproban-

tes, por medio de un examinador quien emite informe sobre 

los mismos y hace las observaciones a que hay lugar. Dicho -

examinador, de acuerdo al Art. 53 de la Ley Orgánica de la Cor 

te de C u e n t a s e s t á e s pe c ¡al me n t e o b 1 i g a do: .. a) a e x a mi na r 1 a 

autenticidad y exactitud matemática de la cuenta; b) a verifi 

car la corrección de los cálculos relativos a las operaciones 

asentadas, particularmente en cuanto a la aplicación de las -

leyes tributarias; c) a confrontar las partidas con sus just..!.. 

ficativos y comprobantes, cerciorándose de la autenticidad de 

éstos; d) a ver si la cuenta y los justificativos y comproba!:!,. 

tes se ajusten en su forma y fondo a la legislación apl ¡cable; 

e) a cerciorarse s i se han 1 iquidado correctamente todos los -

impuestos causados; f) a ver si las cantidades cobradas corres 

ponden a las cantidades legalmente liquidadas; g) a determi-

nar si las exenciones obedecen a autorizaciones legalmente tra 

mitadas; h) a ver si se ha dado cuenta de todo 10 ingresado -

conforme a los comprobantes respectivos y datos legítimos que 

le constaren; i) a observar si han sido aplicadas las penas a 

las contravenciones comprobadas; j) a convencerse de si todos 

los pagos han sido hechos en virtud de mandamientos emitidos o 

intervenidos legalmente; k) a v-er si se ha puesto la razón de 

"pagado" o "cancelado" en los documentos de descargo present~ 

dos; y 1) en lo general ~ a observar s i en 1 as operaciones a -

que el examen se refiera, se han respetado todas las disposi­
* Art. 48 Ley Orgánica Corte de Cuentas de la Repúbl ica. 
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ciones aplica' les e ellas".7-

Los informes rendidos por los examinadores, de conformi-

dad con el inciso 20. del Art. 49 de la Ley Orgánica de la -

Corte de Cuentas y aprobados por un relator, son pasados al -

Jefe del Departamento de Control del Presupuesto, quien por me 

dio de auto manda comunicar el pliego de observaciones y la -

resolución al cuentadante, para que conteste dentro de un tér 

mino que se fija al efecto. Si en dicho término las observa-

ciones no son desvirtuadas, se procede, por parte de un rela-

tor del Departamento antes mencionado, a formul ar el pl iego -

de cargos por las observaciones no desvirtuadas y por medio de 

auto del Jefe del Departamente a prevenir al cuentadante que 

pague 10 que procede enterado o cargandose los valores en dis 

cusión. ~'t* 

Control Jurisdiccional. 

El Control Jurisdiccional es externo y a posteriori Ylo eje!. 

cen, en el caso nuestro, la Corte de Cuentas de la República, 

y la Corte Suprema de Justicia. 

La Corte de cuentas de la Repúbl ica de conformidad al -

Art. 40 inc. tercero == la intervención a posteriori de carác 

ter jurisdiccional se efectúa de manera periódica, por medio-

del juicio de cuentas, el cual tiene por finalidad determinar 

de manera definitiva las responsabilidades pecuniarias que qu~ 

pa deducir a los sujetos a tal intervención ll • Para tal objeto 

7- Art. 53 Ley Orgánica de la Corte de Cuentas de la Repúbl ica. 
** Art. 50 y 52 Ley Orgánica Corte de Cuentas y 12 Reglamento 

Administrativo de la Corte de Cuentas. 
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, con los p 1 i e g o s d e o b s e reva c ion e s, 1 a s con t e s t a c ion e s a e 1 1 o y 

la constancia de la expedici6n de los priegos de cargo, se fOL 

ma un expediente para cada cuentadante, el cual se pasa, jun­

tamente con las cuentas, a las Cámaras de Primera Instancia­

de la Corte de Cuentas de la República; para que se inicie, -

siga y concluya en todas sus instancias el llamado juicio de 

cuentas. 

Para los efectos de este juicio la Ley Orgánica de la COL 

te de Cuentas entiende por Cuenta /lel conjunto de elementos -

necesarios para fijar las responsabil idades que quepa deducir 

en 10 concerniente a una gesti6n determinada, ya sea ese con­

junto presentado por el cuentadante, ya sea formado o comple­

tado en la 'propia Corte, de conformiaad con la Leyll. 

Ahora bien, el juicio de Cuentas puede tener dos etapas: 

la etapa de primera instancia y la etapa de segunda instancia. 

El Juicio de Cuentas en Primera Instancia, comienza -dice 

el Art. 57 de L.O. de C.- desde que una Cámara de Primera In~ 

tancia se hace cargo de los elementos que integran la cuenta, 

o en caso de que ésta no haya sido rendida, desde que inicia 

su investigación para hacer la glosa al tanteo, y termina al­

pronunciarse sentencia firme. 

En dicha sentencia se determinará si se aprueba o no la­

cuenta que ha sido rendida o que ha debido rendirse y se rep~ 

ran las incorreciones habidas en la gestión a que la cuenta -

se refiera. liLas observaciones u objeciones que merezca una -

cuenta, deberán constar siempre en pl iegos de reparos" -dice 

el Art. 58 de la L.O. de la Corte de Cuentas y para tal efecto, 
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se entiende que hay lugar a reparos en: 111- Todo aquello que 

produzca responsabilidad pecuniaria al cuentadante, de confor 

midad con la ley, y en 10 general, todo aquello que no ~iña a 

ella, a los reglamentos o a las instrucciones emanadas de au­

toridad competente; 2- Toda suma dejada de percibir por el res 

pectivo patrimonio público, o pagada o reconocida por este en 

exceso de 10 debido, como consecuencia de actos u operaciones, 

errores u omis iones; y en 10 general todo aquello que impl ique 

una disminución del saldo o de los saldos de que deba darse -

cuentas; y 3- En lo general, toda pérdida sufrida por el res­

pectivo patrimonio público como consecuencia de incorreccio­

nes o de negl igencias. 

Por observaciones cuyo valor no exceda de veinticinco co 

lones no se emite pl iego de reparos, pues en su lugar se imp~ 

ne una multa equivalente al valor de la observación. 

En c u a n t o a 1 pro ce d i m i en t o a s e g u i r en P rime r a I n s tan c i a 

el Art.70 y siguientes de L.O. de la Corte de Cuentas dispone 

que verificado el examen administrativo tomará la cuenta la -

Cámara de Primera Instancia correspondiente, para practicar -

la glosa, esto es, hacer el reparo a la cuenta o alguna partl 

da de ella. Para tal objeto, el examen no deberá ser forzosa­

mente completo y detallado, Ilpuede 1 imitarse a comprobaciones 

parciales Jl
, Jl en todo caso, -agrega el Art. 72 inc. 10.- debe­

rán ser examinados y verificados en detalle los puntos que h~ 

yan sido motivo de observaciones en el examen admnistrativo ll
• 

El examen judicial deberá ser completo, sin embargo, cuando no 

/ 
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haya precedido intervención a posteriori de carácter adminis 

trativo, como en el caso de algunos 1 iquidadores de impuestos 

y de los empleados de los establecimientos públicos (vale de­

cir de empresas públicas) de las entidades oficiales autóno­

mas y corporaciones de Derecho Públ ico. 

Terminado el examen a que nos referimos anteriormente,ll s i 

a juicio de la Cámara no procediere hacer ningún reparo u obj~ 

ción, aprobará la cuenta y declarará al cuentadante solvente­

por las operaciones comprendidas en e11a ll ; en cambio si se en 

con t r a re re par o s u o b 1 i g a c ion e s q u e h a ce r, s e re d a c t a un p 1 i ~ 

go de reparos, sacándose las copias que fueren necesarias para 

entregarlas a la persona o a las personas directamente respo~ 

sables, a su fiador o a sus fiadores o a cualquiera otra per­

sona a quien afecte el reparo o los reparos. Una copia del 

pI iego de reparos se entrega al Ministerio Público, quien des 

de ese momento es parte en el juicio. 

Los interesados en desvanecer los reparos, de acuerdo al 

Art. 75 L.O. de Corte de Cuentas deberán contestarlos dentro 

del término que en el pliego se señale y si en dicha contesta 

ción se pide la práctica de diligencias con objeto de establ~ 

cer alguna circunstancia para la defensa de los interesadQs,­

se resuelve previamente si se admite o no la prueba ofrecida. 

Para recibir prueba testimonial se abre el juicio ~pruebas -

por diez días, término que es concedido después de expirado -

el plazo para contestación de los reparos. 

Contestado el pI ¡ego de reparos ha transcurrido el térmi 
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no probatorio, en su caso o declarada la rebeldía, la Cámara 

pro c e de r á a fa 1 lar en p rime r a i n s tan c i a, o yen d o a 1 M i n i s ter I o 

Público por un término de diez días. 

Si en vista de las razones alegadas en la contestación o 

de las diligencias practicadas, o de la revisión de las cuen-

tas que de oficio hiciere -dice el Art. 78 inc. 20. L.O. de -

la Corte de Cuentas la Cámara considerase que han sido sufi-

cientemente desvanecidos los reparos u objeciones, el fallo -

será dando la solvencia correspondiente y aprooando la cuenta. 

En cambio, si no fuere así, el fallo será condenando, en 10 -

que hubiere lugar, con determinación de las partidas ilegíti-

mas o no comprobadas, y las faltas que hubiere; declarando in 

subsistentes (faltos de fundamento o razón) los reparos que -

consi~ere desvanecidos y mandando a que se reintegren los des 

cubiertos ( en los que falta algo para cubrirlos); en conse-

cuencia en este caso queda en suspenso la aprobación de la -

cuenta, en tanto no se verifique el cumplimiento de la senten 

c i a . 

De esta sentencia definitiva las partes interesadas pu~ 

den pedir apelación o aclaración. La apelación debe ser pedi-

da dentro de los ocho días hábiles siguientes a las respecti-

vas notificaciones. En cambio, la aclaración debe pedirse co-

mo 10 previene el Art. 436 Pro o sea dentro de las 24 horas -

de notificada la sentencia. La Cámara en este caso tendrá cin 

co días hábiles a partir del siguiente al de la no tificación 

para hacer la aclaración. 



114, 

De conformidad al Art. 81 L.O. de la Corte de Cuentas.-

"S i alguna de las partes hubiere presentado sol icitud de ac1a 

ración y otra hubiere apelado, se resolverá previamente sobre 

ía aclaración. Notificada que sea la resolución sobre ésta y 

pasado el nuevo término de apelar, se resolverá 10 que proce-

da sobre cualquier apelación pendiente". Fuera de este caso, 

la Cámara de Primera Instancia quedará inhibida de conocer -

del juicio desde el momento en que se iterpusiere apelación,; 

pues solo podrá admitir o denegarla según los casos. Si es ad 

mitida se hace para ante la Cámara de Segunda Instancia de la 

Corte de Cuentas. Su admisión es en ambos efectos y el auto -

que la admite contiene además el emplazamiento a todas las pa~ 

tes y al representante del Ministerio Públ ico, para que dentro 

de tres días comparezca a la Cámara de Segunda Instancia a u-

sar de su derecho. Si no es admitida conforme al Art. 98 de -

la Ley Orgánica de la Corte de Cuentas puede recurrise de he-

cho presentandose a la Cámara de Segunda Instancia dentro de 

los ocho días hábiles siguientes al de la notificación de la-

negativa. Dicha Cámara, en vista del escrito ordenará la remi 

sión de los autos, salvo que de la simple lectura de la sol i:lO 

citud apareciere la inadmisibilidad de la apelación o que el -

recursos de hecho se hubiere presentado extemporáneamente. 

Ahora bien, si notificada la sentencia de primera instan 

cía, o la aclaración o su negativa, según los casos, no hubie 

re apelación interpuesta en tiempo legal, se declarará ejecu-

toriada la sentencia, a petición de parte o de oficio ordenán 
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dose en el mismo auto que se 1 ibre la ejecutoria correspondie~ 

te. Librar dicha ejecutoria, así como extender finiquitos o -

sean certificaciones de estar correctas las cuentas, corres­

ponde al Presidente de la Corte. Las ejecutorias se pasan al 

Ministerio Público para que proceda a pedir su cumplimiento. 

Para esto, el Juez respectivo procederá de conformidad con el 

Artículo 450 Pro Cumplida la sentencia, la Cámara sentenciado 

ra declara la solvencia y aprobara la cuenta, procediéndose -

luego a expedir 'el finiquito y archivar el expediente en def: 

nitiva. 

Por su parte, si notificada la sentencia de Primera in~ 

tancia se interpone Apelación o recurso de revisión, entónces 

se inicia la segunda etapa del juicio de cuentas; La Segunda 

Instancia. 

En cuanto al Juicio de cuentas en Segunda Instancia debe 

mos indicar, en primer lugar, que su base es el recurso de a 

pe1ación y el recurso de revisión. 

En cuanto al Recurso de Apelación el procedimiento se r~ 

gula del Art. 88 en adelante de la Ley Orgánica de la Corte -

de Cuentas y en 10 que respecta al de revisión su regulación 

está en el Art. 103 y siguientes. 

Recurso de Apelación. 

El Art. 88 señala que recibido el expediente en la Cáma­

ra de Segunda Instancia, si esta estimare procedente el recur 

so, mandará conceder audiencia, dentro del tercer día, al ap~ 

lante y apelado, en su orden, por el término de quince días -
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hábiles a cada uno, para que hagan uso de su derecho, expre-

sando o contestando agravios. Si el apelado se adhiere a la -

apelación al contestar agravios, se concede nuevos término a 

la otra parte para que a su vez conteste. Si no se adhiere,se 

entiende consentida la sentencia por su parte; esto, sin em-

bargo, no obsta para que la Cámara pueda resolver en otro sen 

tido ya que de acuerdo al Art. 92, la sentencia que pronuncie 

la Cámara de Segunda Instancia podrá confirmar reformar, revo 

car o ampl iar la de primera instancia y deberá considerar es-

pecialmente los puntos a que se contrae la apelación, pero e-

110 "no obstará para que en ella se resuelva sobre los puntos 

no apelados". 

Al i g u a 1 q u e en p rime r a i n s tan c i a, 1 a a p e r tu r a a p r ue b a s 

en segunda Instancia es de diez días Q únicamente para recibir 

deposiciones de testigos cuando siendo procedente esta clase 

de prueba, no hubiere sido propuesta en la primera, o cuando-

hubiere sido propuesta y se haya rechazado o no se hubiere re 

cibido por causas independientes de la voluntad del interesa-

do. 

Expresado y contestado agravios o transcurrido el térmi-

no probatorio en su caso, la Cámara procederá adictar senten 

cia. Si esta es condenatoria confirmando la de primera, se in 

cluye condena del o los reparados apelantes, al pago de Costas 

de la Instancia. En todo caso, además en ella se incluye la -

declaración de que queda ejecutoriada y la orden que se emita 

la correspondiente ejecutoria y que se envíe al Ministerio Pú 

~BI.IOr ECA CE.k" V'f.i Jr .. l 
1!!'¡;~4n~SIO.\D l:il! el. gALVA@[,)t] 
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bl ico si éste hubiera de ejercer alguna acción por razón de -

ella. 

Sobre la sentencia de Segunda Instancia también puede p~ 

dirse aclaración, ello debe hacerse de igual modo que en el -

caso de Primera Instancia y en los mismos términos (Art. 93 -

Parte Final). 

Finalmente, el expediente principal será devuelto a la -

Cámara de Primera Instancia, con certificación de la senten­

cia y del auto aclaratorio o de aquel en que se negare la acla 

ración en su caso. Es dicha Cámara quien ordena que se cumpla 

la sentencia y que pase al expediente al presidente de la Cor 

te para que proceda a extender finiquito y 1 ibrar ejecutorias 

tal como se hace en primera instancia. 

Recurso de Revisión. 

En cuanto a la revisión debemos indicar que se trata de -

un recurso que se puede iniciar de oficio, a petición de un -

interesado o a sol icitud del Ministerio Públ ico, dentro de -

los dos años siguientes a la sentencia que causó ejecutoria; 

para este efecto se cuenta el plazo desde el día siguiente a 

aquel en que quedó ejecutoriada. Conoce de ella, la Cámara -

de Segunda Instancia de la Corte de Cuentas y recae sobre las 

sentencias definitivas ejecutoriadas pronunciadas en los jui­

cios de cuentas e inclusive los fallos de solvencia de que h~ 

blan el Art. 73 y el inciso final del Art. 78 de la Ley Orgá-
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nica de la Corte de Cuentas. Los casos en que procede son los 

siguientes: 

1.- Cuando en la decisión haya habido error de cálculo, 

de nombre, de cargo o de período de actuación. 

2.- Cuando después de haber recaído la decisión hubiere 

obtenido un interesado nuevos documentos que de manera evide~ 

te y legítima desvirtuén los reparos~ siempre que se exprese 

clara y satisfactoriamente, a juicio de la autoridad que cono~ 

ca de la revisión, el motivo o razón por la que no se presen­

taron en su o-ortunidad tales documentos. 

3.- Cuando se descubra con posterioridad a la sentencia 

que se trata de revisar, que se fundó en documentos declara­

dos falsos. 

4.- Cuando dos o más personas hayan sido condenadas en -

virtud de sentencias contradictorias por una misma cantidad -

o por una misma causa que no pueda haber sido reparada legit! 

mamente sino en una sola cuenta. 

5.- Cuando por el examen de otra cuenta se descubra en -

la que haya sido objeto de la decisión definitiva, errores -

trascendentales,omisiones de cargo, dobles datos o falsas a­

plicaciones de los fondos públicos. 

6.- Cuando habiéndose fundado la sentencia en el método 

de tanteo (modo de calcular a ojo, a bulto, sin medida ll , lI a -

simples apreciaciones o deduccionesll-dice el Art. 72 ¡nsc.úl­

timo), el cuentadante presentare posteriormente la cuenta com 

pleta que estaba obl igado a rendir, o comprobantes legítima-
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mente admisibles de las partes de aquella que tuvieron base-

conjuntural. ~'; 

En lo que se refiere al procedimiento para la tramita--

ción de la revisión debemos indicar que la solicitud debe pr~ 

sentarse ante la Cámara de Segunda Instancia y en vista de e-

110 o de oficio -dice el Art. 105 de la Ley Orgánica de la -

Corte de Cuentas- se mandará a suspender provisionalmente la 

ejecución de la sentencia ( si aún fuere óportuno) o se deten 

drá el envío de la ejecutoria si todavía no se hubiere hecho. 

Proveído lo anterior se manda oir por ocho días comunes a las 

partes inclusive el Ministerio Públ ico, para que expongan 10 

que crean conveniente y con 10 que digan éstos o en su rebel 

día, se procede como sigue. 

En los tres primeros casos enumerados anteriormente, la 

Cámara rectifica el cálculo erroneo, aprecia los documentos -

presentados y su admisibil idad o reconoce que debe modificar-

se la sentencia en virtud de la falsedad probada de los docu-

mentos. Además se modifica la sentencia como corresponda en -

relación a la parte revisada, hecho 10 cual se extiende certi 

ficación por el Presidente de la Corte y se agrega ésta a la 

ejecutoria correspondiente, la cual quedará así modificada o 

confirmada según los casos. 

En el cuarto caso como es lógico, la Cámara declara si 

existe o no la contradicción a que se refiere dicho número.En 

caso afirmativo -dice el Art. 107 de la Ley Orgánica de la -

Corte de Cuentas- anulará las sentencias en las partes contra 
rArt. 103 Ley Orgánica de la Corte de cuentas. 
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dictorias y pasa los Juicios en que fueron pronunciadas a una 

misma Cámara de Primera Instancia para que los tramite acumu­

ladamente, en relación con la parte en que se contradicen. Si 

en las sentencias suspendidas, hay una parte no revisada, se 

agrega a cada una de ellas certificación de la sentencia de -

revisión para que prosiga la ejecución cuanto a la parte vige~ 

te, si quedare alguna sino quedare parte alguna, se certifica 

así para que si ya se tramitó la ejecución se anule totalmen­

te. 

En el quinto caso, la Cámara o el funcionario que desc~ 

bra el error, omisión, etc., debe dar cuenta a la Cámara de -

Segunda Instancia quien manda suspender provisional~ente la - • 

ejecucióm de la sentencia ( si aún fuere oportuno) o detener 

el envío de la ejecutoria si todavía no se hubiere hecho. Lue 

go, de determinado el error, omisión, etc. y estimándose moti 

vo de reparo, 10 pasa a la Cámara de Primera Instancia a que 

correspondió el conocimiento de la cuenta en la cual debió re 

pararse para que inicie el juicio respectivo en relación con 

el nuevo reparo en contra de las personas responsables. 

Finalmente en el caso número seis, la Cámara estima si 

son admisibles para revisión -dice el Art. 109- las cuentas o 

documentos presentados; si los encuentra admisible anula la -

sentencia en cuanto ella esté fundada en el método de tanteo 

y remite el juicio,la cuenta y los documentos al Presidente -

de la Corte, para que éste ordene la intervención administra­

tiva o jurisdiccional si fuere pertinente, como si hubiere si 
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do presentada la cuenta o parte de cuenta en su oportunidad. 

Ahora bien, como puede ocurrir que la revisión se pronun-

cie en favor del reparado o de los reparados, cuando ya estu-

viere cump1 ida la sentencia primitiva, en ese caso -dice el 

Art. 111- queda firme los hechos consumados en virtud de la e 

jecución o cumpl imiento pero el Fisco devolverá 1131 perjudica-

do o perjudicados las cantidades que recibió indebidamente, -

sin reconocer ninguna otra cantidad como indemnización, cos-

tas o accesorios. 

La Corte Suprema de Justicia por su parte, puede ejercer 

un control apriori de la ejecución del gasto públ ico mediante 

demandas de inconstitucional idad declarando inexigib1e todo -

o una parte de los gastos autorizados en el presupuesto; en -

cuyo caso no podrán real izarse dichos gastos. 

También la Corte Suprema de Justicia puede ejercer un -

control Jurisdiccional a posteriori por medio de la sala de 10 

Contencioso Administrativo cuando se susciten controversias -

entre los funcionarios y la administración cuando se ha segul 

do juicio de Cuentas por la Corte de Cuentas de la Repúbl ica. 

Contro~ Político. 

Es llamado también Control Parlamentario, y es aquel que 

ejerce la legislatura sobre la totalidad de la gestión finan-

ciera a efecto de establecer el grado de acierto o desacierto 

con el cua:l se manejaron los asuntos del Estado en el ejerci-

cio fiscal correspondiente.* 
* R-odríguez-Flores, J.M.; Ob. Cito pág. 274. 
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De acuerdo al concepto expuesto el control Político lo e 

jerce la Legislatura sobre la total idad de la gestión finan-

ciera. Esto quiere decir que se ejerce después del cierre del 

año fiscal y por lo tanto se trata de una especie de control 

externo y a posteriori. En efecto, según el Art. 78 No. 4 -

constitucional, corresponde al Poder Ejecutivo, "presentar por 

conducto de los Ministerios, al Poder Legislativo, dentro de 

los dos meses siguientes a la terminación de cada año de ge~ .. 
tión administrativa, relación circunstanciada y cuenta dp.ocu 

mentada de la administración públ ica en el año transcurrido. 

El Ministro de Hacienda presentará además, dentro de los tres 

meses siguientes a la terminación de cada período fiscal, la 

cuenta general del último presupuesto y el Estado demostrati-

va de la situación del Tesoro Públ ico y del Patrimonio Fiscal ll • 

Pues bien, como el año fiscal termina el 31 de diciembre, 

es entónces cuando se cierran las cuentas presupuestarias y -

se preparan los cuadros de 1 iquidación. El Art. 61 de la Ley 

Orgánica de Presupuestos, dice, a este respecto: "Terminado-

el período fiscal se cerrarán las cuentas presupuestarias, y 

el Ministerio de Hacienda preparará los cuadros de Liquidación 

por medio de la Dirección de Contabil idad Central, para los -

efectos del numeral 40. de1 Art. 78 de la Constitución Políti 

call. 

Como precisamente, en esos cuadros de liquidación se re 

gistran las cuentas generales del Estado en el respectivo e-

jercicio fiscal; resulta que, con el Título de IIlnforme Compl~ 
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mentario Constitucional sobre la Hacienda Públ ica", se prese!!. 

tan a la Asamblea Legislativa, quien, de coñformidad con los 

Arts. 128 No. 5 Constitución Política y 5 No. 3 de la Ley -

Orgánica de la Corte de Cuentas, 10 transfiere a esta para -

su examen, el cual real iza el Depto. de Auditoría de dicha -

institución de conformidad al Art. 15 bis del Reglamento Admi. 

nistrativo de la Corte de Cuentas. Dicho artículo dice así: -

IIEl Departamento de Auditoría tiene como principal atribución; 

examinar y verificar la contabilidad que por medio de su res­

pectiva dependencia 1 leva el Poder Ejecutivo en el Ramo de Ha­

cienda, con el fín de comprobar: a) si las operaciones de di­

cha contabi1 idad han sio registradas correctamente; y b) Si 

en los actos que las originan se han cumplido los preceptos -

legales que rigen la gestión financiera del Estado. La inter­

vención del Departamento comprenderá el anál isis ampl io y tan 

detallado como sea necesario de las operaciones, registros, 1 i 

bros, estados, tarjetas de control, copias de Caja y demás d~ 

cumentos que integran la contabil idad o que tengan relación -

con ella. Los datos que obtenga el Departamento como resulta­

do de sus operaciones de fiscalización, servirán para determi­

nar el grado de exactitud de los cuadros relativos a la liqui­

dación del presupuesto, situación del Tesoro Público, Patrimo­

nio Fiscal y demás estados que el Ministerio de hacienda pre­

sente a la aprobación de la Asamblea Legislativa, incluso los 

concernientes a las instituciones que se rigen por Presupue~ 

tos especiales, y, a la vez, para la preparación del informe 
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que la Corte debe rendir en cumpl imiento de los prescrito en 

el Art. 128 inciso 50. de la Constitución Política ll
• 

De consiguiente, devuelto el Informe Complementario Cons 

titucional sobre la Hacienda Pública, por parte de la Corte -

de Cuentas, con el resultado de su examen, a la legislatura; 

se somete a conocimiento del pleno, el cual puede aprobarlo o 

no. Precisamente, en este acto de conocimiento del examen de­

la Cuenta está el Control Parlamentario, pues, como lo recono­

ce Duverger todo control tiene como final idad buscar posibles 

irregularidades, que una vez descubiertas, deben sancionarse y 

un control que no haya acompañado de sanciones es un control 

ineficaz. IISin embargo agrega Duverger- no se ha de olvidar -

que, aparte de las sanciones organizadas que se imponen en in~ 

tituciones concretas hay una especie de sanción difusa e Inor­

gánica que resulta de la reprobación social, es decir, que el 

mero hecho de publ icar los documentos de control que revelan -

irregularidades constituye en cierto sentido, una sanción. Es 

por ello por 10 que el informe del Tribunal de Cuentas (Corte 

de Cuentas entre nosotros) a pesar de sus imperfecciones, ti~ 

ne gran importancia, ya que el temor a ser incluido en este -

informe inspira prudencia a los funcionarios ll
, concluye dicien 

do el autor citado. 

Por otra parte del concepto expuesto se desprende que la 

final idad del control poI ítico es establecer el grado de acier 

to o desacierto con el cual se manejaron los asuntos del Esta­

do en el ejercicio fiscal correspondiente. Esto quiere decir-
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que en este control no sólo interesa el caso particular en el 

cual no hubo manejO de fondos públicos con estricto apego a -

la Ley sino también en el caso general de la efectividad en­

la ejecución de los planes y programas considerados en el Pre 

supuesto, así como de su oportunidad y conveniencia. 



XI. LA POLÍTICA FISCAL y EL GASTO PÚBLICO. 

A 1 a Po 1 í tic a F i s calla po d e mo s con ce p t u a 1 iza r d i c i en do 

que es la parte de la Ciencia de las Finanzas Públ icas que es 

tudia la forma y los efectos de la intervención del Estado en 

la vida económica. 

El origen de esta parte de la Ciencia financiera es re-

ciente pues parte de la gran crisis de los años treinta que ~ 

b 1 i g ó a los e con o m í s t a s, a par t i r del en f o q u e Ke y n e s i a n o a -

cambiar el rol del Estado, de meramente observador de la acti 

vidad económica a ser un orientador, regulador y hasta inclu-

so uno de los elementos de la misma. 

Como sabemos la economía clásica sostenía que el mecanis 

mo de mercado es capaz de real izar una óptima asignación de -

recursos al sistema económico y que toda intervención del Esta 

do, tanto por medio del gasto como por la extracción de recur 

sos tributarios, es perturbadora de la actividad económica. En 

éstas condiciones no podía existir política fiscal alguna pues, 

como hemos dicho, impl ica intervención del Estado en la vida -

económica la cual es contrario a la mínima interferencia esta 

tal que exigirán los clásicos. 

La intervención estatal que supone la Política fiscal de 

bemos señalar que se real iza con el instrumental de las Finan 

zas Públ icas, esto es: los ingresos públ jcos, el gasto públ j-

co; el crédito públ ico y el presupuesto por 10 tanto la pol í-

------ -------, 
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tiC a f i s cal ha c e u s o de t o d o el in s t r u me n tal del a s Fin a n z a s 

Públicas para intervenir en la actividad o en el sistema eco­

nómico. 

El sistema económico como sabemos es un aparato productl 

va en el cual de la combinación de los llamados factores de -

la producción (capital, trabajo y tierra) se producen bienes 

y servicios destinados sea al consumo interno, sea a la expo.!:. 

tación, sea a la inversión. Por otra parte, como el aprovisi~ 

namiento necesario para el aparato productivo, el consumo in­

terno y la inversión puede suceder que no sea completo, la im 

portación llega a cubrir el fa1tante. 

Así las cosas, la intervención del Estado en el sistema 

económico recae sobre los componentes de dicho sistema ya por 

1 a v í a del r é gime n tri b u t a r i o, el g a s t o P ¡j b 1 i c o o e 1 c r é d ita -

públ ico. 

Por eso es que estimamos correctisimo el concepto global 

de Política fiscal dado por Víctor L. Urquidí al decir que lIes 

el conjunto de medidas relativas al régimen tributario, al ga~ 

to publ ico, al endeudamiento interno y externo del Estado, y 

a las operaciones y la situación financieras de las entidades 

y los organismos autónomos o para estatales, por medio de las 

cuales se determinan el Monto y ]a distribución de la inver­

sión y el consumo publ ico como componentes del gasto nacional, 

y se influye, directa o indirectamente en el monto y la campo 

sición de la inversión y el consumo privado". 

Ahora bien, como podrá observarse el gasto públ ico como 
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Instrumento de Política fiscal es Importantisima pues las me 

didas de Política fiscal ~en países como el nuestro,tiende a 

buscar el Desarrollo Económico y Social y en tal sentido el 

gasto público es fundamental ya que puede (·producir incentivos 

par a q u e e 1 s e c t o r p r i va do gen e r e e 1 vol u me n d e a h o r r o s re q u.::. 

rido por el Desarrollo económico y efectue las inversiones ne 

cesarias para lograr el despegue. Por otra parte, desde su o 

rigen, la Política fiscal se orientó a atenuar o compensar las 

fluctuaciones de la economía o sea procurar cierto equíl ibrio 

económico cuando la economía es amenazada por la inflación o 

la depresión o deflación. 

En este sentido, se habla que la política fiscal puede -

revertir cualquiera de dichos fenómenos haciendo uso del gas­

to públ ico, ya sea restringiendolo o aumentandolo. 

Finalmente, desde el punto de vista de la Política Fiscal 

al gasto se le da la función de redistribuciór del Ingreso na 

cional. 

Reflriendose a este respecto A. Rosas Figueroa y R. San­

tillan López dicen: ··como el Estado obtiene sus recursos de -

los particulares a través de la aplicación del sistema impositl 

vo, puede, por medio de su política fiscal y de acuerdo con -

los principios socio-económicos dominantes, contribuir a la 

redistribución de la riqueza. En efecto, un gobierno al servi 

cio de la clase capitalista, dirigirá su acción a procurar-

que la riqueza beneficie esencialmente a dicho sector; en cam 

bio, los gobiernos democráticos tratarán de reducir las desi 
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gualdades económicas entre los diversos niveles sociales de -

la población, no obstante estar influenciado poderosamente por 

el sector de la población económicamente más fuerte, el cual-

tratara de conservar su situación de privilegio. 

Las formas como el Estado realiza sus propósitos de re-

distribución de la riqueza, es a través de los servicios pú-

bl icos y asistenciales y de obras de beneficio colectivo, so-

bre todo cuando se destinan a las clases populares, tales como 

los parques y jardines, escuelas, alumbrado público, construc 

ción de caminos, etcétera, que elevan el nivel de vida de es-

te sector de la población.* 

* Ob. e i t. Pá g. 65. 
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XII. CONCLUSIONES y RECOMENDACIONES. 

Para terminar podemos concluir 10 siguiente: 

1- El gasto público lo constituye el conjunto de erogaciones 

que el Estado real iza en vi rtud de una autorización legal 

para cumpl ir sus funciones. Por lo tanto dentro de él se 

debe considerar el gasto que real izan todos lar órganos -

del estado, tanto central izados como descentral izados y -

así se debe reflejar en las cuentas que se rinden para e­

fectos de control político. 

2- Dado que es característico del gasto públ ico que se autorl 

ce legalmente, pero sin embargo,existe la posibilidad de -

que en circunstancias de guerra, calamidad públ ica o grave 

perturvación del orclen~ el Poder Ejecutivo erogue sumas -

que no hayan sido incluidas en los presupuestos (Art. 126 

en. P.) es conveniente que el Poder Ejecutivo pueda disp~ 

ner la apertura de créditos en tales circunstancias y acle 

más para cumplir sentencias Judiciales. 

3- Los principios que informan el gasto públ ico y que son de 

orientación clásica han sido en gran medidas superados; por 

consecuencia todo gasto público debe estar fundamentado en 

las nuevas tendencias que sobre los mismos se han plantea­

do. 

4- De los fines del Gasto Públ ico se debe destacar el desarro 

110 Económico y social, la redistribución del Ingreso Na-
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cional y la seguridad y Previsión Social; por lo tanto a­

quel los gastos que no persiguen Lales fines deberían ser 

tratados con menos importancia que la dada actualmente,ya 

que si no hay desarrollo y respuestas a las agobiantes di 

ficultades de los núcleos mayoritarios de la nación no pu~ 

de esperarse paz, ni tranquilidad social. 

5 - E 1 fe n ó me n o del a I 1 u s ión s o b re los g a s t o s P ú b 1 i c o s, c u ya s 

manifestaciones más palpables son el mantenimiento en se­

creto de ciertos gastos de tal modo que la colecLividad no 

puede percatarse del importe total y que gastos estableci­

dos para un fín se destinen a otro diverso, debe desapare­

cer. Por lo tanto sería saludable que desaparezcan las fama 

sas partidas secretas y el manejo fuera de control del pr~ 

supuesto del gasto en defensa y seguridad pública. 

6- DenLro de las clasificaciones de los gastos ha sido super~ 

da en toda su magnitud la que distingue gastos ordinarios 

y extraordinarios, consecuencia de que los fondos provenie~ 

tes del crédito público han dejado de considerarse necesa­

rios solo para el caso de situaciones excepcionales; ante 

tal hecho cabe considerar nuevas formas de clasificación 

en los textos legales, que sean más acordes con los tiem­

por actuales. 

7- Las operaciones de ejecución del gasto públ ico tienen ta~ 

tas leyes en que se establecen que se vuelve difícil cono 

ce r e 1 fu n d a me n tal e g a 1 de cad a u na; por 1 o tan t o val d ría 

la pena hacer una revisión de ello para que eSLé conside-
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8- Los Sistemas de Control del gasto son tantos y de variada 

naturaleza que deberían ser capaces de cump1 ir sus fines, 

es decir lograr que no hayan despilfarros, malos manejos, 

apropiaciones indebidas, etc. Por otra parte si bien son-

necesarios no deben ser tan engorrosos, pues ello retrasa 

las operaciones de ejecución del gasto en perjuicio del 

cumplimiento de los fines del Estado. 

9- Finalmente, como el gasto es una herramienta fundamental 

para la política fiscal sería deseable que su uso se hicie 

ra con propósitos sociales más que económicos. 
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